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Honorable Cámara de Diputados
Provincia de Buenos Aires


EL SENADO Y CAMARA DE DIPUTADOS  DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE
 
LEY
 ARTÍCULO 1.- Modificase el artículo 8 de la Ley 5.965, el que quedará redactado de la siguiente manera:
 “Artículo 8.- Los infractores de la presente ley serán sancionados con multa, la cual se determinará conforme el procedimiento que determine la Autoridad de Aplicación y cuyo monto no podrá ser inferior al equivalente de DIEZ (10) salarios básicos de la administración pública bonaerense ni mayor a MIL QUIENTOS (1500).”
ARTÍCULO 2.- Incorpórase a continuación del artículo 8 de la Ley 5.965, como artículo 8 bis, el siguiente:

“Artículo 8 Bis. Las acciones que nacen por la comisión de las infracciones previstas en la presente ley, prescribirán a los cinco (5) años,  contados a partir de la fecha de notificación de la infracción.”
 

ARTÍCULO 3.- De forma.-
FUNDAMENTOS

Señor Presidente:



En la República Argentina es vasto el reconocimiento a la protección del medio ambiente.  El derecho a un ambiente sano se encuentra consagrado en el artículo 41 de la Constitución Nacional desde el año 1994, el cual establece que “Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras; y tienen el deber de preservarlo. El daño ambiental generará prioritariamente la obligación de recomponer, según lo establezca la ley.  Las autoridades proveerán a la protección de este derecho, a la utilización racional de los recursos naturales, a la preservación del patrimonio natural y cultural y de la diversidad biológica, y a la información y educación ambientales.  Corresponde a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, y a las provincias, las necesarias para complementarlas, sin que aquéllas alteren las jurisdicciones locales”.  



Por su parte, la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, prevé en su artículo 28 que “Los habitantes de la Provincia tienen el derecho a gozar de un ambiente sano y el deber de conservarlo y protegerlo en su provecho y en el de las generaciones futuras. La Provincia ejerce el dominio eminente sobre el ambiente y los recursos naturales de su territorio incluyendo el subsuelo y el espacio aéreo correspondiente, el mar territorial y su lecho, la plataforma continental y los recursos naturales de la zona económica exclusiva, con el fin de asegurar una gestión ambientalmente adecuada.  En materia ecológica, deberá preservar, recuperar y conservar los recursos naturales, renovables y no renovables del territorio de la Provincia; planificar el aprovechamiento racional de los mismos; controlar el impacto ambiental de todas las actividades que perjudiquen al ecosistema; promover acciones que eviten la contaminación del aire, agua y suelo; prohibir el ingreso en el territorio de residuos tóxicos o radiactivos; y garantizar el derecho a solicitar y recibir la adecuada información y a participar en la defensa del ambiente, de los recursos naturales y culturales.  Asimismo, asegurará políticas de conservación y recuperación de la calidad del agua, aire y suelo compatible con la exigencia de mantener su integridad física y su capacidad productiva, y el resguardo de áreas de importancia ecológica, de la flora y la fauna.  Toda persona física o jurídica cuya acción u omisión pueda degradar el ambiente está obligada a tomar todas las precauciones para evitarlo”.



En la Provincia de Buenos Aires, la manda constitucional destinada a la protección del medio ambiente, tiene en la Ley Provincial N° 5965 “de protección a las fuentes de provisión y a los cursos y cuerpos receptores de agua y a la atmósfera”, entre otras. 



La mencionada ley 5965 prohíbe aquellas conductas que resulten lascivas para el medio ambiente en todo el territorio provincial. La conceptualización de Medio Ambiente, engloba a las fuentes de provisión, cuerpos y cursos de agua y la atmosfera. Estas conductas  ilícitas están debidamente detalladas en las disposiciones enumeradas en los artículos 2 y 3 los cuales prohíben “a las reparticiones del Estado, entidades públicas y privadas y a los particulares, el envío de efluentes residuales sólidos, líquidos o gaseosos, de cualquier origen, a la atmósfera, a canalizaciones, acequias, arroyos, riachos, ríos y a toda otra fuente, cursos o cuerpo receptor de agua, superficial o subterráneo, que signifique una degradación o desmedro del aire o de las aguas de la provincia, sin previo tratamiento de depuración o neutralización que los convierta en inocuos e inofensivos para la salud de la población o que impida su efecto pernicioso en la atmósfera y la contaminación, perjuicios y obstrucciones en las fuentes, cursos o cuerpos de agua” y a su vez veda “el desagüe de líquidos residuales a la calzada. Solamente se permitirá la evacuación de las aguas de lluvia por los respectivos conductos pluviales.”


Por su parte el artículo 7 delega las facultades de aplicación de sanciones a los Municipios, los cuales “ejercerán la inspección necesaria para su fiel y estricto cumplimiento, como así también ejecutarán de oficio y por cuenta de los propietarios, cuando estos se rehusaran a hacerlo, todos los trabajos indispensables para evitar perjuicios o neutralizar la peligrosidad de los efluentes, y procederá, si fuera necesario, a la clausura de los locales o lugares donde éstos se produjeran”, mientras que el artículo 8 establece para los infractores una pena de multa que oscila entre los “mil pesos moneda nacional (1.000 m/n) hasta cien mil pesos moneda nacional (100.000 m/n), las que serán graduadas de acuerdo con la importancia de la contravención.”; el cual ha quedado obsoleto a priori de diversas modificaciones legislativas y mediante resoluciones de la Autoridad de Aplicación.



El OPDS (Organismo Provincial Para el Desarrollo Sustentable) es el organismo provincial de control con facultades administrativas que interviene en estos casos de forma originaria, siendo los Municipios quienes realizan las inspecciones y labran las infracciones, en caso de ser necesario. Los jueces correccionales actúan como órgano de alzada o apelación, en caso que los infraccionados interpongan un recurso ante una sanción impuesta por el Municipio.



Cabe puntualizar que la aludida ley -que fue sancionada en el año 1958- no estableció plazos de prescripción para las sanciones descriptas en el citado texto legal, como así  tampoco, en los decretos reglamentarios que detallan dichas conductas ilícitas.



Esta omisión legal, trajo aparejado durante un tiempo más o menos prolongado  el dictado de una serie de fallos judiciales encontrados respecto a cuál resulta ser el plazo que debe tomarse para el cómputo de la prescripción.



Esta situación originó una jurisprudencia provincial contradictoria en relación al punto de la prescripción. Finalmente, nuestro máximo tribunal, la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, en la causa “Garavaglio y Zorraquin” resolvió que en materia de prescripción de la acción en temas ambientales –ley 5695- resultaba aplicable –ante el vacío legal- por analogía el plazo de UN (1) AÑO, previsto por los arts. 33 y 34 del Código de Faltas de la Provincia de Buenos Aires, Ley 8031. Este criterio fue el seguido por la gran mayoría de los jueces correccionales de la provincia. 



La aplicación por analogía del plazo de prescripción de un (1) año para sanciones por incumplimiento de normas destinadas a proteger el medio ambiente resulta exiguo y contrario a cualquier criterio de razonabilidad con respecto a las conductas ilícitas detalladas en la Ley 5695. Esta irracionalidad resulta palmaria por cuanto, en primer término, el código de faltas policiales no posee la especificidad requerida por la materia en cuestión. De hecho y a modo de ejemplo, la Ley 11.720 de Residuos Especiales (Art 56) establece el plazo de cinco años, así como la Ley Nacional 24.051 que establece el régimen de desechos peligrosos.



Las normas precedentemente citadas, versan sobre conductas ilícitas similares y prevén problemáticas y sanciones análogas en función de la naturaleza del daño. 



Incluso el artículo 1 del código de faltas de mención, establece que “Las disposiciones generales y de procedimiento de esta Código se aplicaran a las faltas prevista en otras leyes que atribuyan competencia al órgano jurisdiccional establecido por esta ley”.


A mayor abundamiento, cabe aclarar que los órganos jurisdiccionales en los procesos referidos al código de faltas son, de forma originaria, los jueces de paz o los jueces correccionales, y en materia ambiental el órgano originario es el OPDS, que es un órgano administrativo no jurisdiccional.


Es decir, resulta impropio la aplicación del plazo de prescripción anual por cuanto no deja ver ninguna proporción con respecto a la naturaleza de los daños previstos en la ley. Esta desproporción queda manifiesta si consideramos que una falta grave de transito como cruzar en rojo un semáforo – paradójicamente también incluida en el código de faltas – prevé un plazo de prescripción 5 años, y, por otra parte, una empresa sancionada por contaminar un afluente de agua y dañar severamente la salud de cientos de personas puede eludir dicha sanción dilatando su aplicación por cuanto la acción tendiente a sancionar se extingue en el exiguo plazo de un año.


Es sabido que, con el plazo de 1 año, es sencillo para los infractores elongar los tiempos procesales para hacer extinguir la acción contravencional. Prueba acabada de ello son los numerosos fallos absolutorios por prescripción de la acción,  que eximieron a las empresas infractoras del pago de sanciones en los últimos años tales como Expte. 453/14 “Petrobrás Energía S. A apela resolución administrativa del OPDS en Expte. 2145-6987/10” de fecha 14/08/2014 resuelto por el Juzgado Correccional N°1 del Departamento Judicial de Bahía Blanca. 



A este respecto, es relevante el hecho de que los infraccionados no son individuos, sino empresas de gran envergadura, con capacidad y solvencia económica que las posicionan como entidades difíciles de perseguir por los distintos estamentos del estado. Si a ello le adicionamos un plazo de prescripción mínimo, inequívocamente el resultado es un marco generalizado de impunidad referido a contravenciones que afectan el medio ambiente y ecosistema.



Cabe destacar, puesto que no es menor, que si bien los delitos ambientales se caracterizan por la afectación más o menos indeterminada, es público y notorio que aquellas victimas directamente damnificadas, normalmente pertenecen a los grupos más vulnerables. Ello en razón de que las tierras aledañas a las áreas  industriales, ven afectado su valor de forma inversamente proporcional a la capacidad contaminante de las empresas cercanas. Es decir, de los residentes en una misma ciudad, aquellos vecinos con menor poder adquisitivo tienen más probabilidad de ver deteriorada su salud y calidad de vida como consecuencia de delitos y/o contravenciones ambientales, respecto de los sectores poblacionales de mayor nivel socio-económico. A ello se suma que, en el caso de convertirse en victimas específicas, carecen de recursos materiales para su tratamiento, y cuentan con menos posibilidades para iniciar acciones legales contra estas empresas para recibir el debido resarcimiento. 



En resumidas cuentas, la extinción de la acción contravencional en el plazo de un año también restringe el derecho al acceso a la justicia a los sectores más vulnerables; por lo que la desproporcionalidad de este criterio no solo es contrario a los principios jurídicos más elementales, sino que atenta contra la equidad y justicia social, lesionando  severamente derechos supra constitucionales. 



De acuerdo con lo expuesto, resulta asistemática e impropia la aplicación a estas conductas que afectan al ambiente, del régimen del código de faltas policiales so pretexto que la normativa específica no prevé plazo de prescripción alguno. Resulta por demás evidente que con el plazo de prescripción anual instituido de forma pretoriana, la acción contravencional se extingue sin poderse ejecutar las multas aplicadas. Resulta más apropiado por la naturaleza del daño, aplicar los plazos de prescripción de cinco años que prevén la Ley Nacional 24.051 de “Desechos peligrosos” en su artículo 52 y la Ley Provincial 11.720 de “Residuos Especiales” en su artículo 56, para cuestiones similares.



Otra flaqueza de la legislación vigente reside en los montos de las sanciones contempladas en la misma. El texto original determinaba un monto máximo de 100.000 pesos m/n (moneda nacional), su última modificación - Ley 10408- determina un monto en Australes y faculta al ejecutivo para actualizar los montos en función del Índice de precios al Consumidor (Costo de Vida), elaborado por el Instituto Nacional de Estadística y Censos. Expresamente, la modificación de la Ley 10408 establece que “Los infractores de la presente ley serán pasibles de una multa desde CIEN AUSTRALES (A 100) hasta CIEN MIL AUSTRALES (A 100.000), las que serán graduadas de acuerdo a la importancia de la contravención. El Poder Ejecutivo deberá actualizar trimestralmente los montos establecidos en este artículo, de conformidad a las variaciones del índice de precios al consumidor (costo de vida), elaborado por el Instituto Nacional de Estadística y Censos”.



Resulta palmaria la inaplicabilidad de dichos montos, tanto por la moneda en que se encuentran expresados (actualmente fuera de curso legal), como por la depreciación monetaria que los torna desproporcionados en relación al  bien jurídico tutelado y  la envergadura de las empresas pasibles de ser sancionadas. 



La actualización trimestral en función de un índice de precios ha devenido en  un método obsoleto. Es posible incorporar un módulo de actualización vigente en distintas legislaciones nacionales y provinciales de similar naturaleza que la normativa analizada, que contemplan un máximo en los montos de las sanciones, graduable en función de los sueldos básicos de la administración pública bonaerense.



Los principios que rigen la imposición de sanciones, contemplan la prevención general, que opera de manera indirecta, por disuasión y se plasma en la amenaza efectiva de una consecuencia legal frente a la producción de determinada infracción. La adecuada cuantía de la multa puede constituirse en un factor de prevención determinante ante el temor que generaría en potenciales infractores  incurrir en las conductas descriptas por la norma.



Dada la envergadura y solvencia de las empresas pasibles de ser infraccionadas, y la naturaleza e importancia  del bien jurídico tutelado, es fundamental modificar los montos de las multas previstos en la legislación vigente. Resulta preciso que dichos montos guarden proporción con el daño causado, sea que se considere a las sanciones desde la perspectiva retributiva o se les atribuya funciones preventivas positivas, generales o  especiales. Para ello, es necesario remitirse a legislaciones más modernas que resultan análogas en razón  de la naturaleza del daño que se intenta prevenir.



El proyecto propone fijar el monto máximo de la sanción en un valor de hasta mil quinientos (1500) sueldos básicos de la categoría inicial para los empleados de la Administración Pública Bonaerense, independientemente del procedimiento utilizado por la Autoridad de Aplicación para establecer y graduar el monto de la multa.



Finalmente, resulta fundamental aclarar el objeto y límites del presente proyecto. Todo lo expuesto tiende a llenar un vacío legal en relación a los plazos de prescripción de la acción contravencional en materia ambiental, y la notable desactualización en cuanto a los montos de la misma, que genera un perjuicio social concreto y evitable,  desnaturalizando la esencia de la ley. Esto resulta notorio, si tenemos en cuenta que cada vez que se infracciona a una persona física o jurídica en virtud de un eventual daño ambiental - por grave que el mismo resulte- , lo más probable es que los acusados terminen indemnes por prescripción de la acción. Lejos está la presente reforma de pretender dar una solución legislativa en la problemática que se plantea en la materia ambiental bonaerense.  Debe tenerse presente que la ley 5695 fue sancionada hace más de medio siglo y por tanto cualquier modificación parcial, aún necesaria, es  insuficiente.



La temática ambiental debe ser una cuestión medular en una Provincia altamente industrializada y portuaria como es la de Buenos Aires. Frente a esta la complejidad, es preciso convocar a los representantes de los diversos sectores involucrados-del ámbito académico, de organizaciones no gubernamentales, de las agencias y poderes estatales de los sectores empresariales e interpelar a la sociedad en su conjunto para debatir el contenido de un cuerpo normativo único, moderno, que configure una herramienta eficiente, proporcionando a su vez celeridad y seguridad jurídica al proceso administrativo. Para que la cuestión ambiental se constituya en una política de Estado, es menester contar con un nuevo marco regulatorio de protección del medio ambiente,  contemplando todos los aspectos técnicos que el avance vertiginoso de la tecnología y las innovaciones en los procesos industriales demandan, siempre en clave de preservación de los recursos ambientales. 



Por lo expuesto solicito a los Sres. Legisladores nos acompañen con su voto favorable para la aprobación del presente Proyecto.

 

ANEXO I
Legislación y jurisprudencia
 LEY 5965
 
Texto Actualizado con las modificaciones introducidas por Ley 7846,  8772 y 10408.
 

"Ley de protección a las fuentes de provisión y a los cursos y cuerpos receptores de agua y a la atmósfera".

 

EL SENADO Y CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES, SANCIONAN CON FUERZA DE
 
LEY 
 
ARTICULO 1°: Denomínase a la presente "Ley de protección a las fuentes de provisión y a los cursos y cuerpos receptores de agua y a la atmósfera".

 

ARTICULO 2°: Prohíbese a las reparticiones del Estado, entidades públicas y privadas y a los particulares, el envío de efluentes residuales sólidos, líquidos o gaseosos, de cualquier origen, a la atmósfera, a canalizaciones, acequias, arroyos, riachos, ríos y a toda otra fuente, curso o cuerpo receptor de agua, superficial o subterránea, que signifique una degradación o desmedro del aire o de las aguas de la Provincia, sin previo tratamiento de depuración o neutralización que los convierta en innocuos e inofensivos para la salud de la población o que impida su efecto pernicioso en la atmósfera y la contaminación, perjuicios y obstrucciones en las fuentes, cursos o cuerpos de agua.

 

ARTICULO 3°: Queda expresamente prohibido el desagüe de líquidos residuales a la calzada. Solamente se permitirá la evacuación de las aguas de lluvia por los respectivos conductos pluviales.

 

ARTICULO 4°: Las autoridades municipales no podrán extender certificados de terminación ni habilitación de establecimientos, inmuebles o industrias, ni siquiera con carácter precario, cuando los mismos evacuen efluentes en contravención con las disposiciones de la presente ley, sin la aprobación previa de dicho efluente por los organismos competentes de los ministerios de Obras Públicas y/o Salud Pública de la Provincia de Buenos Aires, en lo que a cada uno compete o de Obras Sanitarias de la Nación para los residuos líquidos de aquellas zonas en que ésta intervenga por convenio con la Provincia.

 

ARTICULO 5°: Los permisos de descargas residuales a fuentes, cursos o cuerpos receptores de agua o a la atmósfera, concedidos o a concederse, serán de carácter precario y estarán sujetos por su índole a las modificaciones que en cualquier momento exijan los organismos competentes.

 

ARTICULO 6°: Ningún establecimiento industrial podrá ser habilitado o iniciar sus actividades, ni aun en forma provisoria, sin la previa obtención de la habilitación correspondiente y la aprobación de las instalaciones de provisión de agua y de los efluentes residuales industriales respectivos.

 

ARTICULO 7°: Las municipalidades ejercerán la inspección necesaria para su fiel y estricto cumplimiento, como así también ejecutarán de oficio y por cuenta de los propietarios, cuando éstos se rehusaren a hacerlo, todos los trabajos indispensables para evitar perjuicios o neutralizar la peligrosidad de los efluentes, y procederá, si fuera necesario, a la clausura de los locales o lugares donde éstos se produjeran.

 

ARTICULO 8°: (Texto según Ley 10408). Los infractores de la presente ley serán pasibles de una multa desde CIEN AUSTRALES (A 100) hasta CIEN MIL AUSTRALES (A100.000), las que serán graduadas de acuerdo a la importancia de la contravención.

El Poder Ejecutivo deberá actualizar trimestralmente los montos establecidos en este artículo, de conformidad a las variaciones del Indice de precios al Consumidor (Costo de Vida), elaborado por el Instituto Nacional de Estadística y Censos.

 

ARTICULO 9°: Las municipalidades tendrán, por virtud de esta ley, la facultad de imponer y percibir las multas establecidas en el artículo anterior, las que se destinarán a reforzar las partidas municipales para obras de saneamiento urbano.

 

ARTICULO 10°: Cuando por aplicación de la presente ley se dispusiera la clausura de los desagües residuales de un establecimiento industrial, que trajera aparejada la suspensión temporaria de sus actividades, los propietarios afectados por la sanción, quedarán obligados a abonar los sueldos y jornales de su personal hasta tanto se levante la clausura impuesta. Sin con motivo de la clausura, el establecimiento industrial cesara definitivamente en sus actividades, no se considerará dicha situación como caso de fuerza mayor, debiéndose abonar las indemnizaciones a su personal de acuerdo a lo establecido en las leyes vigentes.

 

ARTICULO 11°: A partir de la promulgación de la presente ley, fíjase un único e improrrogable plazo de dos (2) años a todos aquellos que se encuentren en infracción, para ajustarse a las disposiciones y requisitos que la misma exige.

 

ARTICULO 12°: El Poder Ejecutivo, por intermedio de los ministerios de Obras Públicas y/o Salud Pública deberá, dentro de lo que a cada uno compete reglamentar la presente ley dentro de los noventa (90) días de su promulgación.

 

ARTICULO 13°: Derógase la Ley 5.552 y toda otra disposición que se oponga al cumplimiento de la presente.

 

ARTICULO 14°: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

 LEY 10408
 
EL SENADO Y CAMARA DE DIPUTADOS  DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE
 
LEY
 

ARTÍCULO 1.- Sustitúyese el artículo 8 de la Ley 5.965, modificada por los Decretos-Leyes 7.846/72 y 8.772/77 por el siguiente: 

“Artículo 8.- Los infractores de la presente ley serán pasibles de una multa desde CIEN AUSTRALES (A 100) hasta CIEN MIL AUSTRALES (A 100.000), las que serán graduadas de acuerdo a la importancia de la contravención.

El Poder Ejecutivo deberá actualizar trimestralmente los montos establecidos en este artículo, de conformidad a las variaciones del índice de precios al consumidor (costo de vida), elaborado por el Instituto Nacional de Estadística y Censos”.

 

ARTÍCULO 2.- Deróganse los Decretos-Leyes 7.846/72 y 8.772/77, y toda otra norma que se oponga a la presente ley.

 

ARTÍCULO 3.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.
LEY 11720
 
Texto Actualizado con las modificaciones introducidas por Ley 13515.
 
GENERACIÓN, MANIPULACIÓN, ALMACENAMIENTO, TRANSPORTE, TRATAMIENTO Y DISPOSICIÓN FINAL DE
RESIDUOS ESPECIALES
 
EL SENADO Y LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE
 
LEY
 
ARTICULO 1°: La generación, manipulación, almacenamiento, transporte, tratamiento y disposición final de residuos especiales en el territorio de la Provincia de Buenos Aires, quedan sujetos a las disposiciones de la presente Ley.
 
ARTICULO 2°: Son fines de la presente Ley: Reducir la cantidad de residuos especiales generados, minimizar los potenciales riesgos del tratamiento, transporte y disposición de los mismos y promover la utilización de las tecnologías más adecuadas, desde el punto de vista ambiental.
 
ARTICULO 3°: Se entiende por residuo a cualquier sustancia u objeto, gaseoso (siempre que se encuentre contenido en recipientes), sólido, semisólido o líquido del cuál su poseedor, productor o generador se desprenda o tenga la obligación legal de hacerlo.
     Por lo que serán residuos especiales los que pertenezcan a cualquiera de las categorías enumeradas en el anexo 1, a menos que no tenga ninguna de las características descriptas en el anexo 2; y todo aquel residuo que posea sustancias o materias que figuran en el anexo 1 en cantidades, concentraciones a determinar por la Autoridad de Aplicación, o de naturaleza tal que directa o indirectamente representen un riesgo para la salud o el medio ambiente en general.
     Quedan excluidos del régimen de la presente Ley y sujetos a la normativa específica conforme a su objeto:
     a)  Aquellos residuos especiales que la Autoridad de Aplicación compruebe fehacientemente su uso como insumos reales y/o se constituyan en productos utilizados en otros procesos productivos. la autoridad de aplicación deberá crear mecanismos técnico -administrativos específicos de control a los fines de garantizar el destino y uso de los mismos, evitando posibles evasiones al régimen de responsabilidad administrativa instituido por la presente, hasta tanto se dicte una norma particular al respecto;
    
     b)  Los residuos patogénicos, los domiciliarios, los radioactivos;
    
     c)  Los residuos derivados de las operaciones normales de los buques, con excepción de aquellos que para su tratamiento o disposición final sean trasladados a instalaciones fijas en tierra. Asimismo se excluye lo relativo al dragado y disposición final de sedimentos provenientes de dicha actividad.
 
CAPITULO II
DE LAS TASAS Y REGULACIONES
 
ARTICULO 4°: El Poder Ejecutivo fijará el valor de la tasa anual que deberán abonar los generadores, transportistas, almacenadores, tratadores y/u operadores de plantas de disposición final de residuos especiales.
ARTICULO 5°:  La tasa que establece el artículo anterior se compondrá de una alícuota fija y de una alícuota variable. La alícuota fija se establecerá, en el caso de establecimientos industriales, según el grado de complejidad del emprendimiento de acuerdo con la categorización que surja de la Ley 11.459 y su reglamentación. En el caso de actividades no industriales, la autoridad de aplicación fijará los criterios a adoptar en la reglamentación de la presente Ley. La alícuota variable se fijará en función del tipo y número de análisis y/o inspecciones que fehacientemente se realicen en el período y contemplará la instrumentación de los incentivos previstos en el artículo 6°.
ARTICULO 6°:  El Poder Ejecutivo a través de la Autoridad de Aplicación procurará la instrumentación de incentivos para aquellos generadores que como resultado de la optimización de sus procesos, cambios de tecnologías y/o gestión ambiental en general; minimicen la generación de residuos especiales, reutilicen y/o reciclen los mismos.
TITULO II
DE LOS REGISTROS DE RESIDUOS ESPECIALES
CAPITULO I
 
DE LOS GENERADORES Y OPERADORES.
 
ARTICULO 7°:  La Autoridad de Aplicación llevará y mantendrá actualizado un Registro Provincial, en el que deberán inscribirse todas las personas físicas o jurídicas responsables de la generación, transporte, tratamiento, almacenamiento y disposición final de residuos especiales.
 
ARTICULO 8°:  Los generadores y operadores de residuos especiales, deberán cumplimentar para su inscripción en el registro los requerimientos establecidos en los artículos 24°, 27° y 38° de la presente.
     Cumplidos éstos la autoridad otorgará el certificado de habilitación especial, instrumento que acredita en forma exclusiva, la aprobación del sistema de manipulación, transporte, tratamiento, almacenamiento o disposición final que los inscriptos aplicarán los residuos especiales. La autoridad de aplicación de la presente ley determinará los requisitos que serán exigidos para la renovación anual del certificado de habilitación especial.
 
ARTICULO 9°:  La autoridad de aplicación deberá expedirse mediante la entrega del certificado o la denegación fundada del mismo dentro de los noventa (90) días contados desde la presentación de la totalidad de los requisitos.
     En caso de silencio por parte de la Autoridad de Aplicación, vencidos los plazos indicados, se aplicará lo dispuesto por el artículo 79° del Decreto-Ley 7.647/70 de procedimiento administrativo.
 
ARTICULO 10°: Las plantas de tratamiento o disposición final que fueren a instalarse o estuvieren operando dentro de un establecimiento generador de dichos residuos, desechos o desperdicios, deberán también ajustarse a lo establecido en la presente Ley y a las disposiciones de la Ley 11.459 y su reglamentación.
 
ARTICULO 11°:  El certificado de habilitación especial será requisito necesario y previo para que la autoridad, que en cada caso corresponda, pueda proceder a la habilitación de las respectivas industrias, transportes, plantas de tratamiento, almacenamiento, disposición final y otras actividades que generen u operen con residuos especiales.
 
     La autoridad de aplicación deberá arbitrar los mecanismos tendientes a acordar con los organismos responsables de la habilitación y control de los distintos tipos de unidades de generación o transporte, la unificación de procedimientos que permita simplificar las tramitaciones.
 
ARTICULO 12°:  Los obligados a inscribirse en el Registro que a la fecha de entrada en vigencia de la presente Ley se encuentren funcionando, tendrán un plazo de ciento veinte (120) días contados a partir de la fecha de apertura del Registro, para tramitar la obtención del correspondiente certificado ambiental. Si las condiciones de funcionamiento no permitieren su otorgamiento, la Autoridad de Aplicación estará facultada a prorrogar por única vez el plazo, para que el responsable cumplimente los requisitos exigidos. Vencidos dichos plazos y persistiendo el incumplimiento, serán de aplicación las sanciones previstas en el artículo 52°.
 
ARTICULO 13°:  La falta, suspensión o cancelación de la inscripción de Ley, no impedirá el ejercicio de las atribuciones acordadas a la autoridad de aplicación ni eximirá a los sometidos a su régimen de las obligaciones y responsabilidades que se establecen para los inscriptos.
 
     La Autoridad de Aplicación podrá inscribir, de oficio, a los titulares que por su actividad se encuentren comprendidos en los términos de la presente Ley, notificándolos fehacientemente.
 
     En caso de oposición, los afectados deberán acreditar mediante procedimiento, que al efecto se establezca, que sus residuos no son especiales en los términos de lo normado por la presente.
 
ARTICULO 14°:  No será admitida la inscripción de sociedades cuando uno o más de sus directores, administradores, gerentes, mandatarios o gestores, estuvieren desempeñando o hubiesen desempeñado algunas de estas funciones en sociedades que estén cumpliendo sanciones de suspensión o cancelación de la inscripción por violación a la presente ley cometida durante su gestión y siempre que hubiesen intervenido directamente en el hecho que trajo aparejada la sanción.
 
ARTICULO 15°:  Toda tecnología aplicada a la prestación a terceros de los servicios de almacenamiento, recuperación, reducción, reciclado, tratamiento, eliminación y/o disposición final de residuos especiales, que se desee aplicar en la Provincia de Buenos Aires, deberá estar inscripta en el Registro Provincial de Tecnologías que se crea por la presente Ley.
 
     Cuando la tecnología ya se encontrare inscripta en el Registro la Autoridad de Aplicación se limitará a emitir constancia de ello.
 
ARTICULO 16°:  El Registro Provincial de Tecnologías será llevado por la Autoridad de Aplicación de la presente Ley conforme a los siguientes requisitos:
 
a) Las tecnologías a registrarse deberán cumplimentar en un sólo acto todo lo exigido por la presente ley y su reglamentación.
 
     Toda solicitud de inscripción de tecnología deberá estar acompañada con las pruebas de aplicación práctica de la mencionada tecnología, indicando los lugares en donde se halla en aplicación y a que tipo de residuos está destinada. Deberá acompañarse documentación, informes, pruebas y evaluaciones concretas de la aplicación práctica de la tecnología propuesta.
 
b) En caso de ser una tecnología nueva, no utilizada aún a escala industrial, deberá presentarse para su registro, estudios e informe en los que se analice la aplicación industrial y el impacto ambiental que produciría sobre el ambiente.
 
c) Todos los estudios e informes deberán contener opinión de una Universidad Centro de Investigación Científica y/o institución nacional, internacional o Provincial, pública o privada, con incumbencia en la temática ambiental.
 
d) Toda presentación ante el Registro deberá especificar, en forma estricta, cualitativa y cuantitativamente, qué residuos o desechos es posible tratar con la tecnología a inscribir, tolerancias mínimas y máximas, resguardos técnicos especiales a tener en cuenta y condiciones generales de instalación.
 
e) La autoridad de aplicación no podrá exigir a los titulares de las tecnologías a inscribirse información referente a procesos, formulaciones, etc. que considere violatorios del derecho de propiedad.
 
     La Autoridad de Aplicación, recibida la totalidad de la documentación, aprobará o rechazará la inscripción. Asimismo las inscripciones podrán ser canceladas, con efectos de futuro, cuando nuevos estudios así lo aconsejen.
 
CAPITULO III
 
DE LOS PROFESIONALES.
 
ARTICULO 17°:  Todos los estudios e informes para la determinación del impacto ambiental y aquellos relacionados a la preservación y monitoreo de los recursos naturales tanto del medio ambiente natural, como del medio ambiente sociocultural deberán ser efectuados y suscriptos en el punto que hace a su especialidad, por profesionales que deberán estar inscriptos en un Registro de Profesionales para el estudio de impacto ambiental creado por la Ley 11.459 y su reglamentación.
 
ARTICULO 18°:  Podrán inscribirse en el mismo todos los profesionales, que por su especialidad, tengan incumbencia con algunos de los aspectos que forman parte de los estudios, que se deben efectuar con motivo de la aplicación de la presente Ley. Para ello deberán contar con inscripción vigente en la matrícula de su profesión.
 
ARTICULO 19°:  La firma de los estudios, implica para el o los profesionales su responsabilidad civil y penal, respecto del contenido de los mismos, pudiendo ser suspendida o cancelada la inscripción en el Registro creado por esta Ley.
 
TITULO III
 
CAPITULO ÚNICO
 
DEL MANIFIESTO
 
ARTICULO 20°:  El manifiesto es el documento en el que se detalla la naturaleza y cantidad de residuos, su origen, transferencia del generador al transportista y de éste a la planta de tratamiento, almacenamiento o disposición final, así como los procesos de tratamiento y eliminación a los que fueren sometidos y cualquier otra operación que respecto de los mismos se realice.
 
ARTICULO 21°:  El manifiesto contendrá como mínimo, sin perjuicio de otros que determine la autoridad de aplicación, los siguientes recaudos:
 
a) Número serial de documento.
 
b) Datos identificatorios del generador, del transportista y de la planta destinataria de los residuos especiales, incluidos los respectivos números de inscripción en el Registro que crea la presente Ley por el artículo 7°.
 
c) Descripción y composición de los residuos especiales generados a ser transportados.
 
d) Cantidad total -en unidades de peso, volumen y concentración- de cada uno de los residuos a ser transportados, como de los componentes peligrosos que hacen al residuo especial; tipo y número de contenedores que se carguen en el vehículo de transporte.
 
e) Instrucciones especiales para el transportista y el operador en el sitio de disposición final para casos de emergencia y las instrucciones específicas par ala manipulación normal de los residuos declarados.
 
f) Firmas del generador, transportista y del responsable de la planta de almacenamiento, tratamiento y/o disposición final.
 
ARTICULO 22°:  La reglamentación de la presente Ley establecerá los recaudos adicionales, que deberán cumplirse para el supuesto de los residuos especiales que se constituyan en insumos para otros procesos, además de los contemplados en el artículo 21°.
 
TITULO IV
 
DE LOS SUJETOS RESPONSABLES
 
CAPITULO I
 
DE LOS GENERADORES
 
 ARTICULO 23°:  Será considerado generador, a los efectos de la presente, toda persona física o jurídica, pública o privada que como resultado de cualquier proceso, operación o actividad, produzca residuos calificados como especiales en los términos de la presente Ley.
 
ARTICULO 24°:  Todo generador  de residuos especiales, al solicitar su inscripción en el Registro Provincial de Generadores y/o Operadores de Residuos Especiales, deberá prestar una declaración jurada en la que manifiesta, entre otros datos exigibles, como mínimo los siguientes:
 
a) Datos identificatorios de los titulares; nombre o razón social; nómina del directorio; socios gerentes; administradores; representadores; representantes y/o gestores, según corresponda; domicilio legal.
 
b) Ubicación de las plantas generadoras de los residuos especiales.
 
c) Descripción y composición de los residuos que se generen (detalle de las características físicas, fisicoquímicas, químicas y/o biológicas de cada residuo).
 
d) Método y lugar de tratamiento y/o disposición final y forma de transporte, si correspondiere, para cada uno de los residuos que se generen.
 
e) Cantidad anual estimada de cada uno de los residuos que se generen.
 
f) Descripción de los procesos generadores de los residuos especiales.
 
g) Listado de sustancias peligrosas utilizados.
 
h) Método de evaluación de características de residuos especiales.
 
i) Procedimiento de extracción de muestras.
 
j) Método de análisis de lixiviado y estándares para su evaluación.
 
          Los generadores que traten sus residuos en las propias plantas de su establecimiento industrial, tendrán además que presentar los requisitos especiales que para dichas plantas se fijen la reglamentación de la presente.
 
ARTICULO 25°:  Los generadores de residuos especiales deberán:
 
a) Adoptar medidas paulatinas tendientes a disminuir la cantidad de residuos especiales que generen, de acuerdo al cronograma que oportunamente se acuerde con el Organismo de Aplicación.
 
b) Separar adecuadamente y no mezclar residuos especiales incompatibles entre sí.
 
c) Tratar y/o disponer los residuos generados por su actividad, en sus propias instalaciones. De no ser posible deberán hacerlo en plantas de tratamiento y/o disposición final que preste servicios a terceros debidamente autorizadas por la Autoridad de Aplicación de la presente. El transporte se efectuará mediante transportistas autorizados indicándole la planta destinataria, en forma precisa en el manifiesto a que se refiere el TITULO III. Para el caso de manipulación y transporte de residuos especiales en el ámbito donde se generen, que el generador realice por su cuenta y que involucre en la contratación de bienes y/o servicios se deberá informar a la Autoridad de Aplicación la metodología a emplear y las características de los bienes a contratar.
 
d) Envasar los residuos, identificar los recipientes y su contenido, fecharlos y no mezclarlos, conforme lo disponga la Autoridad de Aplicación.
 
ARTICULO 26°:  Todo generador de residuos es responsable de todo daño producido por estos, en los términos del TITULO VI de la presente Ley.
 
CAPITULO II
 
DEL TRANSPORTISTA
 
ARTICULO 27°: Las personas físicas o jurídicas responsables del transporte de residuos especiales deberán acreditar, para su inscripción en el Registro Provincial de Generadores y Operadores de Residuos Especiales, los siguientes datos, no excluyentes de otros que pueda establecer la reglamentación de la Ley:
 
a) Datos identificatorios del titular de la empresa prestadora del servicio y domicilio legal de la misma.
 
b) Tipos de residuos a transportar.
 
c) Identificación de los vehículos y contenedores a ser utilizados, así como de los equipos a ser empleados en caso de peligro causado por accidente.
 
d) Póliza de seguro que cubra daños causados o garantía suficiente que, para el caso establezca la Autoridad de Aplicación.
 
e) Acreditación, en la forma que establezca el órgano de Aplicación, sobre capacitación para proveer respuesta adecuada en caso de cualquier emergencia que pudiera resultar de la operación de transporte.
 
ARTICULO 28°:  Toda modificación producida en relación con los datos exigidos en el artículo precedente será comunicada a la autoridad de aplicación dentro de un plazo de treinta (30) días de producida la misma.
 
ARTICULO 29°:  El transportista, solo podrá recibir del generador residuos especiales, si los mismos vienen acompañados del correspondiente manifiesto a que se refiere el TITULO III. Estos deberán ser entregados en su totalidad y, solamente, a las plantas de almacenamiento, tratamiento o disposición final debidamente autorizadas que el generador hubiere indicado en el manifiesto.
 
ARTICULO 30°:  Si por situación especial o de emergencia, los residuos no pudieren ser entregados en la planta de tratamiento, almacenamiento o disposición final indicada en el manifiesto, el transportista deberá comunicar esta situación inmediatamente al generador y devolverlos al mismo en el menor tiempo posible.
 
ARTICULO 31°:  La Autoridad de Aplicación dictará las disposiciones complementarias a las que deberán ajustarse los transportistas de residuos especiales, las que necesariamente deberán contemplar:
 
a) Apertura y mantenimiento por parte del transportista de un registro de las operaciones que realice con individualización del generador, forma de transporte y destino final.
 
b) Normas de envasado y rotulado.
 
c) Normas operativas para el caso de derrame y/o liberación accidental de los residuos.
 
d) Capacitación del personal afectado a la conducción de unidades de transporte; y
 
e) Obtención por parte de los conductores de su correspondiente licencia que les habilite para operar unidades de transporte de residuos especiales.
 
ARTICULO 32°:  Serán obligaciones del transportista entre otras, las siguientes:
 
a) Portar en la unidad, durante el transporte de residuos especiales, un manual de procedimientos, así como materiales y equipamientos adecuados, a fin de neutralizar o confinar inicialmente una eventual liberación de residuos.
 
b) Incluir en la unidad de transporte un sistema de comunicación por radio frecuencia.
 
c) Capacitar en el manejo, traslado y operación de los residuos especiales, al personal afectado a la conducción de unidades de transporte, de acuerdo al manual de procedimientos mencionado en el inciso a) del presente artículo.
 
d) Habilitar un registro de accidentes foliado, que permanecerá en el vehículo en el cual se asentarán los accidentes acaecidos durante las operaciones que realicen.
 
e) Identificar en forma clara y visible al vehículo y la carga, de conformidad con las normas nacionales y provinciales vigentes al efecto y las internacionales a que adhiera la República Argentina.
 
f) Disponer, para el caso de transporte de agua, de contenedores que posean flotabilidad positiva aún con carga completa y sean independientes respecto de la unidad transportadora.
 
ARTICULO 33°:  El transportista tiene terminantemente prohibido:
 
a) Mezclar residuos especiales incompatibles entre sí, o con otros de distintas características.
 
b) Almacenar residuos especiales por un período mayor de 72 horas, salvo expresa autorización de la Autoridad de Aplicación.
 
c) Transportar, transferir o entregar residuos especiales cuyo embalaje o envase sea deficiente.
 
d) Aceptar residuos cuya recepción no esté asegurada por una planta de tratamiento, almacenamiento o disposición final.
 
e) Transportar simultáneamente residuos especiales incompatibles en una misma unidad transporte.
 
f) Mezclar residuos provenientes de distintos generadores, aún cuando los mismos fueren compatibles.
 
ARTICULO 34°:  La Autoridad de Aplicación deberá coordinar con los organismos provinciales y municipales correspondientes, el trazado de rutas de circulación y áreas de transferencias que serán habilitadas al transporte de residuos especiales.
 
ARTICULO 35°:  Todo transportista de residuos especiales es responsable, de todo daño producido por éstos, en los términos del TITULO VI de la presente Ley.
 
TITULO V
 
DE LAS PLANTAS DE ALMACENAMIENTO, TRATAMIENTO Y DISPOSICIÓN FINAL DE RESIDUOS QUE PRESTEN SERVICIOS A TERCEROS
 
CAPITULO I
 
DE LOS REQUISITOS
 
ARTICULO 36°:  Deberán considerarse:
 
a) Plantas de almacenamiento, los lugares especialmente habilitados para el depósito transitorio de residuos especiales, bajo normas de seguridad ambiental.
 
b) Plantas de tratamiento, aquellas en las que se modifican las características físicas, fisicoquímicas, la composición química o la actividad biológica de cualquier residuo especial, de modo tal que se eliminen sus propiedades nocivas, o se recupere energía y/o recursos materiales, o se obtenga un residuo menos peligroso, o se los haga susceptible de recuperación, o más seguro para su transporte o disposición final.
 
c) Plantas de disposición final, los lugares especialmente acondicionados para el depósito permanente de residuos especiales en condicione exigibles de seguridad ambiental.
 
     Están comprendidas en este artículo todas aquellas instalaciones descentralizadas del generador, que brinden servicios a terceros en que se realicen las operaciones indicadas en el Anexo III.
 
     Quedan excluidos para el cumplimiento de lo dispuesto en este CAPITULO los generadores que realicen el tratamiento de sus residuos en el establecimiento industrial que los produzcan, respecto de los cuales aplicará lo previsto en el artículo 24° último párrafo de la presente Ley.
 
ARTICULO 37°:  Una misma razón social que solicite instalar más de una planta regulada por la presente Ley, deberá realizar tramites individuales para cada una de ellas.
 
ARTICULO 38°:  Es requisito, para la inscripción de plantas de almacenamiento, tratamiento y/o disposición final en el Registro Provincial de Generadores y Operadores de Residuos Especiales, la presentación de una declaración jurada en la que se manifieste, entre otros datos exigibles, los siguientes:
 
a) Datos identificatorios de la propietaria: nombre completo o razón social, nómina según corresponda del directorio, socios gerentes, administradores, representantes, gestores y domicilio legal.
 
b) Lugar de emplazamiento de la planta.
 
c) Descripción del sitio donde se ubicará la planta.
 
d) Inscripción preventiva, que se efectuará en el Registro de la Propiedad Inmueble, en la que se consigne específicamente, que dicho predio será destinado a tal fin. La Inscripción se convertirá en definitiva al momento de iniciarse las actividades.
 
e) Inscripción en el Registro de Tecnología que crea la presente Ley.
 
f) Características edilicias y de equipamiento de la planta, descripción y proyecto de cada una de las instalaciones o sitios en los cuales un residuo especial está siendo tratado, transportado, almacenado transitoriamente o dispuesto.
 
g) Descripción de los procedimientos a utilizar para el tratamiento, almacenamiento transitorio, las operaciones de carga y descarga y los de disposición final, y la capacidad de diseño de cada uno de ellos.
 
h) Especificación del tipo de residuos especiales a ser almacenados, tratados o dispuestos y estimación de la cantidad anual y análisis previstos para determinar la factibilidad de su tratamiento y/o disposición en la planta, en forma segura y a perpetuidad.
 
i) Planes de contingencia, así como de procedimientos para registro de la misma.
 
j) Plan de monitoreo para controlar la calidad de las aguas subterráneas y superficiales, y la atmósfera en su caso.
 
k) Plantes de capacitación del personal.
 
l) Evaluación de impacto ambiental, de acuerdo con las determinaciones que especifique la autoridad de aplicación.
 
m) Póliza de seguro o garantía suficiente que para el caso establezca la Autoridad de Aplicación.
 
n) Inscripción, en un registro especial que a tal efecto habilitará el organismo de Aplicación, del personal técnico habilitado que operará  en la planta, notificándose las altas y bajas que se produzcan en cada caso.
 
     Los Incisos f) y n) deben estar cumplimentados en los casos de plantas que se encuentren en funcionamiento al momento de la entrada en vigencia de la presente. Cuando se trate de proyectos de plantas la inscripción en el Registro será provisoria y se transformará en definitiva cuando esté en condiciones de aportar la información requerida en los incisos f) y n) antes del inicio de las operaciones.
 
ARTICULO 39°:  Los proyectos de instalación de plantas de tratamiento, almacenamiento y/o disposición final de residuos especiales deberán ser suscriptos por profesionales con incumbencia en la materia.
 
CAPITULO II
 
DE LAS ESPECIFICACIONES
 
ARTICULO 40°:  En todos los casos los lugares destinados a la disposición final como relleno de seguridad, deberán reunir las siguientes condiciones, no excluyentes de otras que la Autoridad de Aplicación puede exigir:
 
a) Una permeabilidad del suelo y una profundidad del nivel freático que determinará la reglamentación de la presente Ley.
 
b) Una distancia de la periferia de los centros urbanos no menor del que determine la reglamentación.
 
c) El proyecto deberá comprender una franja perimetral cuyas dimensiones determinará la reglamentación, destinada exclusivamente a la forestación.
 
ARTICULO 41°:  Tratándose de plantas de disposición final, la solicitud de inscripción además deberá ser acompañada por:
 
a) Plan de cierre y restauración del área de conformidad con la tecnología propuesta.
 
b) Acompañando a la descripción del sitio donde se ubicara la planta, se indicarán las soluciones técnicas a adoptarse frente a eventuales casos de inundación, a cuyo efecto se adjuntará un dictamen del Ministerio de Obras y Servicios Públicos de la Provincia.
 
c) Estudios geohidrológicos e hidrológicos que garanticen la aptitud del predio para tal emprendimiento, como así también establecer los mecanismos de detección temprana de los procesos de contaminación y los planes de contingencia y/o subsanación.
 
d) Descripción de los procedimientos a implementar para colectar, evacuar y tratar, si correspondiere, los excedentes hídricos superficiales, provenientes de agua de lluvia proclives a contaminarse antes de su vuelco final en el cuerpo receptor.
 
e) Descripción de los contenedores, recipientes, tanques, lagunas o de cualquier otro sistema de almacenaje.
 
ARTICULO 42°:  Tratándose de plantas existentes será de aplicación lo dispuesto por el artículo 12° de esta Ley, para poder funcionar.
 
ARTICULO 43°:  Si se tratare de un proyecto para la instalación de una nueva planta, la inscripción en el Registro que crea la presente, sólo implicará la aprobación del mismo y la autorización de las obras, no siendo de aplicación lo dispuesto por el artículo 11° segunda parte de la Ley 11.459. Terminadas las obras deberá acordarse con la autoridad de aplicación la realización de las pruebas de funcionamiento que, conforme al tipo de tecnología a emplearse, la reglamentación estime necesarias y de las cuales los inspectores de la autoridad de aplicación labrarán actas correspondientes.
 
     Será permitido el almacenamiento de residuos especiales por parte de las plantas de tratamiento y/o disposición final únicamente cuando las pruebas de funcionamiento lo hicieran indispensable y en cantidades y condiciones tales, que la reglamentación de la presente para cada caso determine, no pudiendo ser mayor a seis meses.
 
ARTICULO 44°:  Las autorizaciones, que podrán ser renovadas, se otorgarán por un plazo máximo de diez (10) años, sin perjuicio de la renovación anual del certificado ambiental que deberá efectuarse.
 
ARTICULO 45°:  Toda la planta de tratamiento, almacenamiento Y/o disposición final de residuos especiales deberá llevar un registro de operaciones permanentes, en la forma que determine la Autoridad de Aplicación. Este deberá ser conservado en la planta mientras ella esté en funcionamiento, debiendo ser entregado a la Autoridad de Aplicación si se procediera a su cierre.
 
ARTICULO 46°:  Los titulares de plantas de almacenamiento, tratamiento y/o disposición final serán responsables en su calidad de guardianes de los residuos especiales, de todo daño producido por éstos en función de lo prescripto en el TITULO VI de la presente Ley.
 
CAPITULO III
 
DEL CIERRE
 
ARTICULO 47°: Para proceder al cierre de una planta de tratamiento el titular deberá presentar ante la Autoridad de Aplicación con una antelación mínima de noventa (90) días, un plan de cierre de la misma. Tratándose de plantas de disposición final, el plan de cierre de la planta es exigido en el momento de la inscripción conforme el artículo 41° inciso b) en este supuesto la Autoridad de Aplicación podrá requerir la actualización o detalle de aquel.
 
     La Autoridad de Aplicación lo aprobará o desestimará en un plazo de treinta (30) días, previa inspección de la planta.
 
ARTICULO 48°:  El plan de cierre de una planta de disposición final deberá contener como mínimo:
 
a) Una cubierta con las condiciones físicas exigidas por la reglamentación y capaz de sustentar vegetación herbácea.
 
b) Continuación de programas de monitoreos de aguas subterráneas por el término que la Autoridad de Aplicación estime necesario, no pudiendo ser menor de 10 (diez) años.
 
c) La descontaminación de los equipos e implementos no contenidos dentro de la celda o celdas de disposición, contenedores, tanques, restos, estructuras y equipos que hayan sido utilizados o hayan estado en contacto con los residuos especiales.
 
CAPITULO IV
 
DEL ALMACENAMIENTO TRANSITORIO
 
ARTICULO 49°:  Todo Municipio en cuya jurisdicción se encuentren instaladas industrias o se realicen actividades, de cualquier tipo, que generen residuos especiales, en los términos de la presente Ley y no existieren, o no pudieren ser utilizados plantas del tipo definido en el artículo 36°, incisos b) y c), deberán habilitar dentro del plazo de ciento ochenta (180) días, a partir de la publicación de la Reglamentación de la presente, plantas de almacenamiento transitorio de las señaladas en el inciso a) del artículo 36°. Estas plantas podrán ser operadas por el Municipio o por terceros.
 
     Los residuos almacenados transitoriamente, deberán acondicionarse bajo el control y  las medidas de seguridad que disponga la autoridad de aplicación y los mismos serán derivados en un plazo que no podrá ser mayor a seis meses, a los lugares establecidos en el artículo 36° incisos b) y c).
 
     Los municipios podrán, con intervención de la Autoridad de Aplicación y el Consejo Regional respectivo (Ley 11.469), celebrar acuerdos a fin de establecer plantas de almacenamiento comunes con una compensación económica a favor del municipio que la tuviere radicada. A tal fin autorízase al Poder Ejecutivo a retener de la coparticipación provincial que pudiera corresponder, las sumas que deberán abonarse al municipio receptor.
 
ARTICULO 50°:  Los gastos que demande tanto el almacenamiento provisorio, cuando su tratamiento o disposición definitiva, son a cargo del generador o responsable de los residuos especiales, a cuyo efecto la autoridad competente fijará las tasas retributivas pertinentes.
 
TITULO VI
 
DE LAS RESPONSABILIDADES
 
CAPITULO I
 
REMISIÓN
 
ARTICULO 51°:  Será de aplicación lo dispuesto por los artículos 45°, 46°, 47°, 48°, 55°, 56° y 57° de la Ley Nacional 24.051. Es competente para conocer en las acciones penales que deriven de la presente Ley la Justicia Ordinaria.
 
CAPITULO II
 
DE LAS SANCIONES ADMINISTRATIVAS
 
ARTICULO 52°:  Toda infracción a las disposiciones de esta Ley, su reglamentación y normas complementarias que en su consecuencia se dicten, será reprimida por la autoridad de aplicación con las siguientes sanciones, que podrán ser acumulativas:
a)      Apercibimiento.
b)      Multa de hasta mil quinientos (1.500) sueldos básicos de la categoría inicial para los empleados de la Administración Pública Bonaerense.
c)      Suspensión de la inscripción en el Registro de hasta un (1) año.
d)      Cancelación de la Inscripción en el Registro.
Estas sanciones se aplicarán con prescindencia de la responsabilidad civil o penal que pudiera corresponder de acuerdo a lo normado por la ley 24.051.
La suspensión o cancelación de la inscripción en el registro implicará el cese de las actividades y la clausura del establecimiento que se trate.
e)      (Inciso incorporado por Ley 13515) Clausura temporal o definitiva, parcial o total del establecimiento.

 

ARTICULO 53°:  Las sanciones establecidas en el artículo anterior se aplicarán previa instrucción sumaria, que asegure el derecho de defensa y se graduarán de acuerdo con la naturaleza de la infracción y riesgo o daño ocasionado.
 
     La autoridad de aplicación tendrá la obligación de comunicar al Juzgado de Faltas Provincial la comisión de infracciones que llegaren a su conocimiento, debiendo enviar copia de las actuaciones que hubiere realizado con el fin de que si el hecho configurare una falta, el infractor sea oportunamente sancionado en dicha instancia. La omisión de dicha comunicación por el empleado público instructor del sumario, será considerada una falta disciplinaria grave, la que una vez detectada dará origen a la apertura de un sumario disciplinario siguiéndose el procedimiento establecido en la Ley Provincial de Empleo Público(*).
     (*) Observado por Decreto 4.260/95.
 
ARTICULO 54°:  En caso de reincidencia, los mínimos y los máximos de las sanciones previstas en los incisos b) y c) del artículo 52° podrán multiplicarse por una cifra igual a la cantidad de reincidencias aumentada en una unidad.
 
     Se considerará reincidente al que dentro del término de tres (3) años anteriores a la fecha de comisión de la infracción, haya sido sancionado por otra infracción.
 
ARTICULO 55°:  Lo percibido en concepto de multa a que se refiere el artículo 52° inciso b) , ingresará en rentas generales, mientras que las tasas previstas en los artículos 4° y 5° ingresarán como recursos de la Autoridad de Aplicación.
 
ARTICULO 56°:  Las acciones para imponer sanciones por la presente Ley prescriben a los cinco (5) años contados a partir de la fecha en que se hubiere cometido la infracción.
 
TITULO VII
 
DE LA AUTORIDAD DE APLICACIÓN
 
CAPITULO ÚNICO
 
ARTICULO 57°:  Será Autoridad de Aplicación de la presente ley el Instituto Provincial del Medio Ambiente, creado por Ley 11.469, quien podrá delegar, en todo o en parte sus facultades, a los distintos Organismos Provinciales que tengan incumbencia en materia ambiental(*).
(*) Por ley 11.737 -modificatoria ley 11.175 - de ministerios. el organismo se denomina “secretaría de política ambiental”. por decreto 4.732 - articulo 1° así lo dispone.
 
ARTICULO 58°:  (Texto según Ley 13515) Compete a la Autoridad de Aplicación:

a)      Entender en la determinación de los objetivos y políticas en materia de residuos especiales, privilegiando a las formas de tratamiento que impliquen el reciclado y reutilización de los mismos, y la incorporación de tecnologías más adecuadas desde el punto de vista ambiental, y promoviendo el tratamiento de los mismos en el lugar donde se generen.

b)      Ejecutar los planes, programas y proyectos, del área de su competencia.

c)      Entender en la fiscalización de la generación, manipulación, almacenamiento, transporte, tratamiento y disposición final de los residuos especiales, pudiendo delegar facultades en los municipios.

d)      Entender en el ejercicio del poder de policía ambiental, en lo referente a los residuos especiales e intervenir en la radicación de las industrias generadoras de los mismos.

e)      Crear un sistema de información de libre acceso a la población, con el objeto de hacer públicas las medidas que se implementen con relación a la generación, manipulación, almacenamiento, transporte, tratamiento y disposición final de residuos especiales.

f)        Evaluar los estudios de impacto ambiental exigidos por la presente Ley.

g)      Dictar normas complementarias en materia de residuos especiales.

h)      Intervenir en los proyectos de inversión que cuenten o requieran financiamiento específico de organismos o instituciones nacionales o de cooperación internacional.

i)        Administrar los recursos de origen nacional y provincial destinados al cumplimiento de la presente Ley y los provenientes de la cooperación internacional.

j)        Implementar los mecanismos para la formación de una base de datos sobre residuos especiales aptos para ser reciclados, para facilitar la posibilidad de reciclado o reutilización de un residuo especial, como insumo de otro proceso productivo.

k)      Seleccionar y diseñar los procedimientos de evaluación de impacto ambiental y fijar criterios para su aplicación. Asimismo, determinará los parámetros significativos a ser incorporados en los procedimientos de evaluación de impacto.

l)        Requerir el auxilio de la fuerza pública en caso necesario.

m)    Disponer la clausura temporal total o parcial como medida preventiva cuando la situación sea de tal gravedad que así lo aconseje.

n)      Ejercer todas las demás facultades y atribuciones que por esta Ley se le confiere.

 
ARTICULO 59°:   La autoridad de Aplicación privilegiará la contratación de los servicios que puedan brindar los organismos oficiales, competentes y Universidades provinciales y nacionales para la asistencia técnica o científica que el ejercicio de sus atribuciones requiere.
 
ARTICULO 60°:  La autoridad de Aplicación propiciará acuerdos con la Nación tendientes a la homologación del certificado de habilitación especial creado por el art. 11 de la presente con el de aptitud ambiental (Ley 24.051) que otorga la Nación en el mismo sentido.
 
     Asimismo procurará la celebración de los correspondientes acuerdos o convenios con la Nación, a los fines de evitar la superposición de jurisdicciones.
 
ARTICULO 61°:  La Autoridad de Aplicación participará al Consejo Regional respectivo creado por Ley 11.469, de las decisiones sustanciales vinculadas a la gestión de los residuos especiales.
 
TITULO VIII
 
CAPITULO ÚNICO
 
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS
 
ARTICULO 62°:  Forman parte de la presente Ley los siguientes anexos:
 
I.- Categorías de desechos que hay que controlar.
 
II.- Lista de características peligrosas.
 
III.- Operaciones de eliminación.
 
     La Autoridad de Aplicación deberá introducir en dichos anexos todas las modificaciones que crea necesario en atención a los avances científicos o tecnológicos que se produzcan en la materia.
 
ARTICULO 63°:  La presente Ley es de orden público.
 
ARTICULO 64°:  Las acciones judiciales que pudieran surgir como consecuencia de la aplicación de la presente Ley estarán sometidas a los tribunales ordinarios de la Provincial.
 
ARTICULO 65°:  La presente Ley deberá reglamentarse en el Plazo de ciento veinte (120) días a partir de su publicación.
 
ARTICULO 66°:   La Autoridad de Aplicación de la presente Ley deberá unificar y complementar los registros que crea la presente Ley de los de la Ley 11.469 y su decreto reglamentario.
 
ARTICULO 67°:  Hasta tanto no se establezcan las plantas de tratamiento, disposición final y/o almacenamiento transitorio de los residuos especiales, los generadores deberá almacenar los mismos adecuadamente en sus propias plantas, bajo el control y en las condiciones que la Autoridad de Aplicación lo determine.
 
ARTICULO 68°:  Comuníquese al Poder Ejecutivo.
 
Dada en la Sala de Sesiones de la Honorable Legislatura de la Provincia de Buenos Aires, en la Ciudad de La Plata, a los dos días del mes de noviembre del año mil novecientos noventa y cinco. 

Ley Nº 24.051
RESIDUOS PELIGROSOS

Ambito de aplicación y disposiciones generales. Registro de Generadores y Operadores. Manifiesto. Generadores. Transportistas. Plantas de Tratamiento y disposición final. Responsabilidades. Infracciones y sanciones. Régimen penal. Autoridad de Aplicación. Disposiciones Complementarias.
Sancionada: Diciembre 17 de 1991.
Promulgada de Hecho: Enero 8 de 1992.

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc., sancionan con fuerza de Ley:

CAPITULO I

DEL AMBITO DE APLICACION Y DISPOSICIONES GENERALES

ARTICULO 1° — La generación, manipulación, transporte, tratamiento y disposición final de residuos peligrosos quedarán sujetos a las disposiciones de la presente ley, cuando se tratare de residuos generados o ubicados en lugares sometidos a jurisdicción nacional o, aunque ubicados en territorio de una provincia estuvieren destinados al transporte fuera de ella, o cuando, a criterio de la autoridad de aplicación, dichos residuos pudieren afectar a las personas o el ambiente más allá de la frontera de la provincia en que se hubiesen generado, o cuando las medidas higiénicas o de seguridad que a su respecto fuere conveniente disponer, tuvieren una repercusión económica sensible tal, que tornare aconsejable uniformarlas en todo el territorio de la Nación, a fin de garantizar la efectiva competencia de las empresas que debieran soportar la carga de dichas medidas.

ARTICULO 2° — Será considerado peligroso, a los efectos de esta ley, todo residuo que pueda causar daño, directa o indirectamente, a seres vivos o contaminar el suelo, el agua, la atmósfera o el ambiente en general.

En particular serán considerados peligrosos los residuos indicados en el Anexo I o que posean alguna de las características enumeradas en el Anexo II de esta ley.

Las disposiciones de la presente serán también de aplicación a aquellos residuos peligrosos que pudieren constituirse en insumos para otros procesos industriales.

Quedan excluidos de los alcances de esta ley los residuos domiciliarios, los radiactivos y los derivados de las operaciones normales de los buques, los que se regirán por leyes especiales y convenios internacionales vigentes en la materia.

ARTICULO 3° — Prohíbese la importación, introducción y transporte de todo tipo de residuos provenientes de otros países al territorio nacional y sus espacios aéreo y marítimo.

La presente prohibición se hace extensiva a los residuos de origen nuclear, sin perjuicio de lo establecido en el último párrafo del artículo anterior.

CAPITULO II

DEL REGISTRO DE GENERADORES Y OPERADORES DE RESIDUOS PELIGROSOS

ARTICULO 4° — La autoridad de aplicación llevará y mantendrá actualizado un Registro Nacional de Generadores y Operadores de Residuos Peligrosos, en el que deberán inscribirse las personas físicas o Jurídicas responsables de la generación, transporte, tratamiento y disposición final de residuos peligrosos.

ARTICULO 5° — Los generadores y operadores de residuos peligrosos deberán cumplimentar, para su inscripción en el Registro, los requisitos indicados en los artículos 15, 23 y 34, según corresponda.

Cumplidos los requisitos exigibles, la autoridad de aplicación otorgará el Certificado Ambiental, instrumento que acredita, en forma exclusiva, la aprobación del sistema de manipulación, transporte, tratamiento o disposición final que los inscriptos aplicarán a los residuos peligrosos.

Este Certificado Ambiental será renovado en forma anual.

ARTICULO 6° — La autoridad de aplicación deberá expedirse dentro de los noventa (90) días contados desde la presentación de la totalidad de los requisitos. En caso de silencio, vencido el término indicado, se aplicará lo dispuesto por el artículo 10 de la Ley Nacional de Procedimientos Administrativos N° 19.549.

ARTICULO 7° — El Certificado Ambiental será requisito necesario para que la autoridad que en cada caso corresponda, pueda proceder a la habilitación de las respectivas industrias, transportes, plantas de tratamiento o disposición y otras actividades en general que generen u operen con residuos peligrosos.

La autoridad de aplicación de la presente ley podrá acordar con los organismos responsables de la habilitación y control de los distintos tipos de unidades de generación o transporte, la unificación de procedimientos que permita simplificar las tramitaciones, dejando a salvo la competencia y Jurisdicción de cada uno de los organismos intervinientes.

ARTICULO 8° — Los obligados a inscribirse en el Registro que a la fecha de entrada en vigencia de la presente se encuentren funcionando, tendrán un plazo de ciento ochenta (180) días, contados a partir de la fecha de apertura del Registro, para la obtención del correspondiente Certificado Ambiental. Si las condiciones de funcionamiento no permitieren su otorgamiento, la autoridad de aplicación estará facultada a prorrogar por única vez el plazo, para que el responsable cumplimente los requisitos exigidos. Vencidos dichos plazos, y persistiendo el incumplimiento, serán de aplicación las sanciones previstas en el artículo 49.

ARTICULO 9° — La falta, suspensión o cancelación de la inscripción de ley, no impedirá el ejercicio de las atribuciones acordadas a la autoridad de aplicación, ni eximirá a los sometidos a su régimen de las obligaciones y responsabilidades que se establecen para los inscriptos.

La autoridad de aplicación podrá inscribir de oficio a los titulares que por su actividad se encuentren comprendidos en los términos de la presente ley.

En caso de oposición, el afectado deberá acreditar, mediante el procedimiento que al respecto determine la reglamentación, que sus residuos no son peligrosos en los términos del artículo 2° de la presente.

ARTICULO 10. — No será admitida la inscripción de sociedades cuando uno o más de sus directores, administradores, gerentes, mandatarios o gestores, estuvieren desempeñando o hubieren desempeñado alguna de esas funciones en sociedades que estén cumpliendo sanciones de suspensión o cancelación de la inscripción por violaciones a la presente ley cometidas durante su gestión.

ARTICULO 11. — En el caso de que una sociedad no hubiera sido admitida en el Registro o que admitida haya sido inhabilitada ni ésta ni sus integrantes podrán formar parte de otras sociedades para desarrollar actividades reguladas por esta ley, ni hacerlo a título individual, excepto los accionistas de sociedades anónimas y asociados de cooperativas que no actuaron en las funciones indicadas en el artículo anterior cuando se cometió la infracción que determinó la exclusión del Registro.

CAPITULO III

DEL MANIFIESTO

ARTICULO 12. — La naturaleza y cantidad de los residuos generados, su origen, transferencia del generador al transportista, y de éste a la planta de tratamiento o disposición final, así como los procesos de tratamiento y eliminación a los que fueren sometidos, y cualquier otra operación que respecto de los mismos se realizare, quedará documentada en un instrumento que llevará la denominación de "manifiesto".

ARTICULO 13. — Sin perjuicio de los demás recaudos que determine la autoridad de aplicación el manifiesto deberá contener:

a) Número serial del documento;

b) Datos identificatorios del generador, del transportista y de la planta destinataria de los residuos peligrosos, y sus respectivos números de inscripción en el Registro de Generadores y Operadores de Residuos Peligrosos;

c) Descripción y composición de los residuos peligrosos a ser transportados;

d) Cantidad total -en unidades de peso, volumen y concentración- de cada uno de los residuos peligrosos a ser transportados; tipo y número de contenedores que se carguen en el vehículo de transporte;

e) Instrucciones especiales para el transportista y el operador en el sitio de disposición final;

f) Firmas del generador, del transportista y del responsable de la planta de tratamiento o disposición final.

CAPITULO IV

DE LOS GENERADORES

ARTICULO 14. — Será considerado generador, a los efectos de la presente, toda persona física o jurídica que, como resultado de sus actos o de cualquier proceso, operación o actividad, produzca residuos calificados como peligrosos en los términos del artículo 2° de la presente.

ARTICULO 15. — Todo generador de residuos peligrosos, al solicitar su inscripción en el Registro Nacional de Generadores y Operadores de Residuos Peligrosos deberá presentar una declaración jurada en la que manifieste, entre otros datos exigibles, lo siguiente:

a) Datos identificatorios: nombre completo o razón social; nómina del directorio, socios gerentes, administradores, representantes y/o gestores, según corresponda; domicilio legal;

b) Domicilio real y nomenclatura catastral de las plantas generadoras de residuos peligrosos; características edilicias y de equipamiento;

c) Características físicas, químicas y/o biológicas de cada uno de los residuos que se generen;

d) Método y lugar de tratamiento y/o disposición final y forma de transporte, si correspondiere, para cada uno de los residuos peligrosos que se generen;

e) Cantidad anual estimada de cada uno de los residuos que se generen;

f) Descripción de procesos generadores de residuos peligrosos;

g) Listado de sustancias peligrosas utilizadas;

h) Método de evaluación de características de residuos peligrosos;

i) Procedimiento de extracción de muestras;

j) Método de análisis de lixiviado y estándares para su evaluación;

k) Listado del personal expuesto a efectos producidos por las actividades de generación reguladas por la presente ley, y procedimientos precautorios y de diagnóstico precoz.

Los datos incluidos en la presente declaración jurada serán actualizados en forma anual.

ARTICULO 16. — La autoridad de aplicación establecerá el valor y la periodicidad de la tasa que deberán abonar los generadores, en función de la peligrosidad y cantidad de residuos que produjeren, y que no será superior al uno por ciento (1%) de la utilidad presunta promedio de la actividad en razón de la cual se generan los residuos peligrosos. A tal efecto tendrá en cuenta los datos contemplados en los incisos c), d), e), f),. g), h), i) y j) del artículo anterior.

(Nota Infoleg: Por art. 1° de la Resolución N° 599/2001 de la Secretaría de Desarrollo Sustentable y Política Ambiental B.O. 21/5/2001 se establece que la tasa creada en el presente artículo posee el carácter de tasa ambiental careciendo de naturaleza jurídica tributaria, en consecuencia, se hallan obligados a su pago todos los generadores sujetos al régimen de la presente Ley.)
ARTICULO 17. — Los generadores de residuos peligrosos deberán:

a) Adoptar medidas tendientes a disminuir la cantidad de residuos peligrosos que generen;

b) Separar adecuadamente y no mezclar residuos peligrosos incompatibles entre sí;

c) Envasar los residuos, identificar los recipientes y su contenido, numerarlos y fecharlos, conforme lo disponga la autoridad de aplicación;

d) Entregar los residuos peligrosos que no trataren en sus propias plantas a los transportistas autorizados, con indicación precisa del destino final en el pertinente manifiesto, al que se refiere el artículo 12 de la presente.

ARTICULO 18. — En el supuesto de que el generador esté autorizado por la autoridad de aplicación a tratar los residuos en su propia planta, deberá llevar un registro permanente de estas operaciones.

Generadores de Residuos Patológicos.

ARTICULO 19. — A los efectos de la presente ley se consideran residuos patológicos los siguientes:

a) Residuos provenientes de cultivos de laboratorio;

b) Restos de sangre y de sus derivados;

c) Residuos orgánicos provenientes del quirófano;

d) Restos de animales producto de la investigación médica;

e) Algodones, gasas, vendas usadas, ampollas, jeringas, objetos cortantes o punzantes, materiales descartables, elementos impregnados con sangre u otras sustancias putrescibles que no se esterilizan;

f) Agentes quimioterápicos.

Los residuos de naturaleza radiactiva se regirán por las disposiciones vigentes en esa materia, de conformidad con lo normado en el artículo 2°.

ARTICULO 20. — Las autoridades responsables de la habilitación de edificios destinados a hospitales, clínicas de atención médica u odontológica, maternidades, laboratorios de análisis clínicos, laboratorios de investigaciones biológicas, clínicas veterinarias y, en general, centros de atención de la salud humana y animal y centros de investigaciones biomédicas y en los que se utilicen animales vivos, exigirán como condición para otorgar esa habilitación el cumplimiento de las disposiciones de la presente.

ARTICULO 21. — No será de aplicación a los generadores de residuos patológicos lo dispuesto por el artículo 16.

ARTICULO 22. — Todo generador de residuos peligrosos es responsable, en calidad de dueño de los mismos, de todo daño producido por éstos, en los términos del Capítulo VII de la presente ley.

CAPITULO V

DE LOS TRANSPORTISTAS DE RESIDUOS PELIGROSOS

ARTICULO 23. — Las personas físicas o jurídicas responsables del transporte de residuos peligrosos deberán acreditar, para su inscripción en el Registro Nacional de Generadores y Operadores de Residuos Peligrosos:

a) Datos identificatorios del titular de la empresa prestadora del servicio y domicilio legal de la misma;

b) Tipos de residuos a transportar;

c) Listado de todos los vehículos y contenedores a ser utilizados, así como los equipos a ser empleados en caso de peligro causado por accidente;

d) Prueba de conocimiento para proveer respuesta adecuada en caso de emergencia que pudiere resultar de la operación de transporte;

e) Póliza de seguro que cubra daños causados, o garantía suficiente que, para el caso, establezca la autoridad de aplicación.

Estos datos no son excluyentes de otros que pudiere solicitar la autoridad de aplicación.

ARTICULO 24. — Toda modificación producida en relación con los datos exigidos en el artículo precedente será comunicada a la autoridad de aplicación dentro de un plazo de treinta (30) días de producida la misma.

ARTICULO 25. — La autoridad de aplicación dictará las disposiciones complementarias a que deberán ajustarse los transportistas de residuos peligrosos, las que necesariamente deberán contemplar:

a) Apertura y mantenimiento por parte del transportista de un registro de las operaciones que realice, con individualización del generador, forma de transporte y destino final;

b) Normas de envasado y rotulado;

c) Normas operativas para el caso de derrame o liberación accidental de residuos peligrosos;

d) Capacitación del personal afectado a la conducción de unidades de transporte;

e) Obtención por parte de los conductores de su correspondiente licencia especial para operar unidades de transporte de sustancias peligrosas.

ARTICULO 26. — El transportista sólo podrá recibir del generador residuos peligrosos si los mismos vienen acompañados del correspondiente manifiesto a que se refiere el artículo 12, los que serán entregados, en su totalidad y solamente, a las plantas de tratamiento o disposición final debidamente autorizadas que el generador hubiera indicado en el manifiesto.

ARTICULO 27. — Si por situación especial o emergencia los residuos no pudieren ser entregados en la planta de tratamiento o disposición final indicada en el manifiesto, el transportista deberá devolverlos al generador o transferirlos a las áreas designadas por la autoridad de aplicación con competencia territorial en el menor tiempo posible.

ARTICULO 28. — El transportista deberá cumplimentar, entre otros posibles, los siguientes requisitos:

a) Portar en la unidad durante el transporte de residuos peligrosos un manual de procedimientos así como materiales y equipamiento adecuados a fin de neutralizar o confinar inicialmente una eventual liberación de residuos;

b) Incluir a la unidad de transporte en un sistema de comunicación por radiofrecuencia;

c) Habilitar un registro de accidentes foliado, que permanecerá en la unidad transportadora, y en el que se asentarán los accidentes acaecidos durante el transporte;

d) Identificar en forma clara y visible al vehículo y a la carga, de conformidad con las normas nacionales vigentes al efecto y las internacionales a que adhiera la República Argentina;

e) Disponer, para el caso de transporte por agua, de contenedores que posean flotabilidad positiva aun con carga completa, y sean independientes respecto de la unidad transportadora.

ARTICULO 29. — El transportista tiene terminantemente prohibido:

a) Mezclar residuos peligrosos con residuos o sustancias no peligrosas, o residuos peligrosos incompatibles entre sí;

b) Almacenar residuos peligrosas por un período mayor de diez (10) días;

c) Transportar, transferir o entregar residuos peligrosos cuyo embalaje o envase sea deficiente;

d) Aceptar residuos cuya recepción no esté asegurada por una planta de tratamiento y/o disposición final;

e) Transportar simultáneamente residuos-peligrosos incompatibles en una misma unidad de transporte.

ARTICULO 30. — En las provincias podrán trazarse rutas de circulación y aéreas de transferencia dentro de sus respectivas jurisdicciones, las que serán habilitadas al transporte de residuos peligrosos. Asimismo las jurisdicciones colindantes podrán acordar las rutas a seguir por este tipo de vehículos, lo que se comunicará al organismo competente a fin de confeccionar cartas viales y la señalización para el transporte de residuos peligrosos.

Para las vías fluviales o marítimas la autoridad competente tendrá a su cargo el control sobre las embarcaciones que transporten residuos peligrosos, así como las maniobras de carga y descarga de los mismos.

ARTICULO 31. — Todo transportista de residuos peligrosos es responsable, en calidad de guardián de los mismos, de todo daño producido por éstos en los términos del Capítulo VII de la presente ley.

ARTICULO 32. — Queda prohibido el transporte de residuos peligrosos en el espacio aéreo sujeto a la jurisdicción argentina.

CAPITULO VI

DE LAS PLANTAS DE TRATAMIENTO Y DISPOSICION FINAL

ARTICULO 33. — Plantas de tratamiento son aquellas en las que se modifican las características física, la composición química o la actividad biológica de cualquier residuo peligroso, de modo tal que se eliminen sus propiedades nocivas, o se recupere energía y/o recursos materiales, o se obtenga un residuo menos peligroso, o se lo haga susceptible de recuperación, o más seguro para su transporte o disposición final.

Son plantas de disposición final los lugares especialmente acondicionados para el depósito permanente de residuos peligrosos en condiciones exigibles de seguridad ambiental.

En particular quedan comprendidas en este artículo todas aquellas instalaciones en las que se realicen las operaciones indicadas en el anexo III.

ARTICULO 34. — Es requisito para la inscripción de plantas de tratamiento y/o disposición final en el Registro Nacional de Generadores y Operadores de Residuos Peligrosos la presentación de una declaración jurada en las que se manifiesten, entre otros datos exigibles, los siguientes:

a) Datos identificatorios: Nombre completo y razón social; nómina, según corresponda, del directorio, socios gerentes, administradores, representantes, gestores; domicilio legal;

b) Domicilio real y nomenclatura catastral;

c) Inscripción en el Registro de la Propiedad inmueble, en la que se consigne, específicamente, que dicho predio será destinado a tal fin;

d) Certificado de radicación industrial;

e) Características edilicias y de equipamiento de la planta; descripción y proyecto de cada una de las instalaciones o sitios en los cuales un residuo peligroso esté siendo tratado, transportado, almacenado transitoriamente o dispuesto;

f) Descripción de los procedimientos a utilizar para el tratamiento, el almacenamiento transitorio, las operaciones de carga y descarga y los de disposición final, y la capacidad de diseño de cada uno de ellos;

g) Especificación del tipo de residuos peligrosos a ser tratados o dispuestos, y estimación de la cantidad anual y análisis previstos para determinar la factibilidad de su tratamiento y/o disposición en la planta, en forma segura y a perpetuidad;

h) Manual de higiene y seguridad;

i) Planes de contingencia, así como procedimientos para registro de la misma;

j) Plan de monitoreo para controlar la calidad de las aguas subterráneas y superficiales;

k) Planes de capacitación del personal.

Tratándose de plantas de disposición final, la solicitud de inscripción será acompañada de:

a) Antecedentes y experiencias en la materia, si los hubiere;

b) Plan de cierre y restauración del área;

c) Estudio de impacto ambiental;

d) Descripción del sitio donde se ubicará la planta, y soluciones técnicas a adoptarse frente a eventuales casos de inundación o sismo que pudieren producirse, a cuyos efectos se adjuntará un dictámen del Instituto Nacional de Prevención Sísmica (INPRES) y/o del Instituto Nacional de Ciencias y Técnicas Hídricas (INCYTH), según correspondiere;

e) Estudios hidrogeológicos y procedimientos exigibles para evitar o impedir el drenaje y/o el escurrimiento de los residuos peligrosos y la contaminación de las fuentes de agua;

f) Descripción de los contenedores, recipientes, tanques, lagunas o cualquier otro sistema de almacenaje.

ARTICULO 35. — Los proyectos de instalación de plantas de tratamiento y/o disposición final de residuos peligrosos deberán ser suscriptos por profesionales con incumbencia en la materia.

ARTICULO 36. — En todos los casos los lugares destinados a la disposición final como relleno de seguridad deberán reunir las siguientes condiciones, no excluyentes de otras que la autoridad de aplicación pudiere exigir en el futuro:

a) Una permeabilidad del suelo no mayor de 10 cm/seg. hasta una profundidad no menor de ciento cincuenta (150) centímetros tomando como nivel cero (0) la base del relleno de seguridad; o un sistema análogo, en cuanto a su estanqueidad o velocidad de penetración;

b) Una profundidad del nivel freático de por lo menos dos (2) metros, a contar desde la base del relleno de seguridad;

c) Una distancia de la periferia de los centros urbanos no menor que la que determine la autoridad de aplicación;

d) El proyecto deberá comprender una franja perimetral cuyas dimensiones determinará la autoridad de aplicación.

ARTICULO 37. — Tratándose de plantas existentes, la inscripción en el Registro y el otorgamiento del certificado ambiental implicará la autorización para funcionar.

En caso de denegarse la misma, caducará de pleno derecho cualquier autorización y/o permiso que pudiera haber obtenido su titular.

ARTICULO 38. — Si se tratare de un proyecto para la instalación de una nueva planta, la inscripción en el Registro sólo implicará la aprobación del mismo y la autorización para la iniciación de las obras; para su tramitación será de aplicación lo dispuesto por el artículo 6°.

Una vez terminada la construcción de la planta, la autoridad de aplicación otorgará, si correspondiere, el certificado Ambiental, que autoriza su funcionamiento.

ARTICULO 39. — Las autorizaciones, que podrán ser renovadas, se otorgarán por un plazo máximo de diez (10) años, sin perjuicio de la renovación anual del Certificado Ambiental.

ARTICULO 40. — Toda planta de tratamiento y/o disposición final de residuos peligrosos deberá llevar un registro de operaciones permanente, en la forma que determine la autoridad de aplicación, el que deberá ser conservado a perpetuidad, aun si hubiere cerrado la planta.

ARTICULO 41. — Para proceder al cierre de una planta de tratamiento y/o disposición final el titular deberá presentar ante la autoridad de aplicación, con una antelación mínima de noventa (90) días, un plan de cierre de la misma.

La autoridad de aplicación lo aprobará o desestimará en un plazo de treinta (30) días, previa inspección de la planta.

ARTICULO 42. — El plan de cierre deberá contemplar como mínimo:

a) Una cubierta con condiciones físicas similares a las exigidas en el inciso a) del artículo 36 y capaz de sustentar vegetación herbácea;

b) Continuación de programa de monitoreo de aguas subterráneas por el término que la autoridad de aplicación estime necesario, no pudiendo ser menor de cinco (5) años;

c) La descontaminación de los equipos e implementos no contenidos dentro de la celda o celdas de disposición, contenedores, tanques, restos, estructuras y equipos que hayan sido utilizados o hayan estado en contacto con residuos peligrosos.

ARTICULO 43. — La autoridad de aplicación, no podrá autorizar el cierre definitivo de la planta sin previa inspección de la misma.

ARTICULO 44. — En toda planta de tratamiento y/o disposición final, sus titulares serán responsables, en su calidad de guardianes de residuos peligrosos, de todo daño producido por estos en función de lo prescripto en el Capítulo VII de la presente ley.

CAPITULO VII

DE LAS RESPONSABILIDADES

ARTICULO 45. — Se presume, salvo prueba en contrario, que todo residuo peligroso es cosa riesgosa en los términos del segundo párrafo del artículo 1113 del Código Civil, modificado por la Ley N° 17.711.

ARTICULO 46. — En el ámbito de la responsabilidad extracontractual, no es oponible a terceros la transmisión o abandono voluntario del dominio de los residuos peligrosos.

ARTICULO 47. — El dueño o guardián de un residuo peligroso no se exime de responsabilidad por demostrar la culpa de un tercero de quien no debe responder, cuya acción pudo ser evitada con el empleo del debido cuidado y atendiendo a las circunstancias del caso.

ARTICULO 48. — La responsabilidad del generador por los daños ocasionados por los residuos peligrosos no desaparece por la transformación, especificación, desarrollo, evolución o tratamiento de éstos, a excepción de aquellos daños causados por la mayor peligrosidad que un determinado residuo adquiere como consecuencia de un tratamiento defectuoso realizado en la planta de tratamiento o disposición final.

CAPITULO VIII

DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES

ARTICULO 49. — Toda infracción a las disposiciones de esta ley, su reglamentación y normas complementarias que en su consecuencia se dicten, será reprimida por la autoridad de aplicación con las siguientes sanciones, que podrán ser acumulativas:

a) Apercibimiento;

b) Multa de CINCUENTA MILLONES DE AUSTRALES (50.000.000) CONVERTIBLES —Ley 23.928— hasta cien (100) veces ese valor;

c) Suspensión de la inscripción en el Registro de treinta (30) días hasta un (1) año;

d) Cancelación de la inscripción en el Registro.

Estas sanciones se aplicarán con prescindencia de la responsabilidad civil o penal que pudiere imputarse al infractor.

La suspensión o cancelación de la inscripción en el Registro, implicará el cese de las actividades y la clausura del establecimiento o loca.

ARTICULO 50. — Las sanciones establecidas en el artículo anterior se aplicarán, previo sumario que asegure el derecho de defensa, y se graduarán de acuerdo con la naturaleza de la infracción y el daño ocasionado.

ARTICULO 51. — En caso de reincidencia, los mínimos y los máximos de las sanciones previstas en los incisos b) y c) del artículo 49 se multiplicarán por una cifra igual a la cantidad de reincidencias aumentada en una unidad. Sin perjuicio de ello a partir de la tercera reincidencia en el lapso indicado más abajo, la autoridad de aplicación queda facultada para cancelar la inscripción en el Registro.

Se considerará reincidente al que, dentro del término de tres (3) años anteriores a la fecha de comisión de la infracción, haya sido sancionado por otra infracción.

ARTICULO 52. — Las acciones para imponer sanciones a la presente ley prescriben a los cinco (5) años contados a partir de la fecha en que se hubiere cometido la infracción.

ARTICULO 53. — Las multas a que se refiere el artículo 49 así como las tasas previstas en el artículo 16 serán percibidas por la autoridad de aplicación, e ingresarán como recurso de la misma.

ARTICULO 54. — Cuando el infractor fuere una persona jurídica, los que tengan a su cargo la dirección, administración o gerencia, serán personal y solidariamente responsables de las sanciones establecidas en el artículo 49.

CAPITULO IX

REGIMEN PENAL

ARTICULO 55. — Será reprimido con las mismas penas establecidas en el artículo 200 del Código Penal, el que, utilizando los residuos a que se refiere la presente ley, envenenare, adulterare o contaminare de un modo peligroso para la salud, el suelo, el agua, la atmósfera o el ambiente en general.

Si el hecho fuere seguido de la muerte de alguna persona, la pena será de diez (10) a veinticinco (25) años de reclusión o prisión.

ARTICULO 56. — Cuando alguno de los hechos previstos en el artículo anterior fuere cometido por imprudencia o negligencia o por impericia en el propio arte o profesión o por inobservancia de los reglamentos u ordenanzas, se impondrá prisión de un (1) mes a dos (2) años.

Si resultare enfermedad o muerte de alguna persona, la pena será de seis (6) meses a tres (3) años.

ARTICULO 57. — Cuando alguno de los hechos previstos en los dos artículos anteriores se hubiesen producido por decisión de una persona jurídica, la pena se aplicará a los directores, gerentes, síndicos, miembros del consejo de vigilancia, administradores, mandatarios o, representantes de la misma que hubiesen intervenido en el hecho punible, sin perjuicio de las demás responsabilidades penales que pudiesen existir.

ARTICULO 58. — Será competente para conocer de las acciones penales que deriven de la presente ley la Justicia Federal.

CAPITULO X

DE LA AUTORIDAD DE APLICACION

ARTICULO 59. — Será autoridad de aplicación de la presente ley el organismo de más alto·nivel con competencia en el área de la política ambiental, que determine el Poder Ejecutivo.

ARTICULO 60. — Compete a la autoridad de aplicación:

a) Entender en la determinación de los objetivos y políticas en materia de residuos peligrosos, privilegiando las formas de tratamiento que impliquen el reciclado y reutilización de los mismos, y la incorporación de tecnologías más adecuadas desde el punto de vista ambiental;

b) Ejecutar los planes, programas y proyectos del área de su competencia, elaborados conforme las directivas que imparta el Poder Ejecutivo;

c) Entender en la fiscalización de la generación, manipulación, transporte, tratamiento y disposición final de los residuos peligrosos;

d) Entender en el ejercicio del poder de policía ambiental, en lo referente a residuos peligrosos, e intervenir en la radicación de las industrias generadoras de los mismos;

e) Entender en la elaboración y fiscalización de las normas relacionadas con la contaminación ambiental;

f) Crear un sistema de información de libre acceso a la población. con el objeto de hacer públicas las medidas que se implementen en relación con la generación, manipulación, transporte, tratamiento y disposición final de residuos peligrosos;

g) Realizar la evaluación del impacto ambiental respecto de todas las actividades relacionadas con los residuos peligrosos;

h) Dictar normas complementarias en materia de residuos peligrosos;

i) Intervenir en los proyectos de inversión que cuenten o requieran financiamiento específico proveniente de organismos o instituciones nacionales o de la cooperación internacional;

j) Administrar los recursos de origen nacional destinados al cumplimiento de la presente ley;

k) Elaborar y proponer al Poder Ejecutivo la reglamentación de la presente ley;

l) Ejercer todas las demás facultades y atribuciones que por esta ley se le confieren.

ARTICULO 61. — La autoridad de aplicación privilegiará la contratación de los servicios que puedan brindar los organismos oficiales competentes y universidades nacionales y provinciales, para la asistencia técnica a que el ejercicio de sus atribuciones requiriere.

ARTICULO 62. — En el ámbito de la autoridad de aplicación funcionará una Comisión Interministerial de Residuos Peligrosos, con el objeto de coordinar las acciones de las diferentes áreas de gobierno. Estará integrada por representantes -con nivel de Director Nacional- de los siguientes ministerios: de Defensa -Gendarmería Nacional y Prefectura Naval Argentina-, de Economía y Obras y Servicios Públicos -Secretarías de Transporte y de Industria y Comercio- y de Salud y Acción Social -Secretarías de Salud y de Vivienda y Calidad Ambiental-.

ARTICULO 63. — La autoridad de aplicación será asistida por un Consejo Consultivo, de carácter honorario, que tendrá por objeto asesorar y proponer iniciativas sobre temas relacionados con la presente ley.

Estará integrado por representantes de: Universidades nacionales, provinciales o privadas; centros de investigaciones; asociaciones y colegios de profesionales; asociaciones de trabajadores y de empresarios; organizaciones no gubernamentales ambientalistas y toda otra entidad representativa de sectores interesados. Podrán integrarlo, además, a criterio de 1a autoridad de aplicación, personalidades reconocidas en temas relacionados con el mejoramiento de la calidad de vida.

CAPITULO XI

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS

ARTICULO 64. — Sin perjuicio de las modificaciones que la autoridad de aplicación pudiere introducir en atención a los avances científicos o tecnológicos, integran la presente ley los anexos que a continuación se detallan:

I — Categorías sometidas a control.

II — Lista de características peligrosas.

III — Operaciones de eliminación.

ARTICULO 65. — Deróganse todas las disposiciones que se oponen a la presente ley.

ARTICULO 66. — La presente ley será de orden público y entrará en vigencia a los noventa (90) días de su promulgación, plazo dentro del cual el Poder Ejecutivo la reglamentará.

ARTICULO 67. — Se invita a las provincias y a los respectivos municipios, en el área de su competencia, a dictar normas de igual naturaleza que la presente para el tratamiento de los residuos peligrosos.

ARTICULO 68. — Comuníquese al Poder ejecutivo.- ALBERTO R PIERRI.-EDUARDO MENEM.- Mario D. Fassi.- Juan Estrada.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A LOS DIECISIETE DIAS DEL MES DE DICIEMBRE DEL AÑO MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y UNO.

Provincia de Buenos Aires

ORGANISMO PROVINCIAL PARA EL DESARROLLO SOSTENIBLE

Resolución Nº 24/12

 

La Plata, 6 de febrero de 2012.
 

VISTO el expediente N° 2145-18522/12, la Ley Provincial N° 13.757, el Decreto N° 23/07, y

 

CONSIDERANDO:

 

Que este Organismo Provincial tiene entre sus misiones y funciones potestad sancionatoria correctiva o administrativa;

Que en este marco, fiscaliza e insta los procedimientos contravencionales por infracciones a la normativa ambiental vigente;

Que se han venido analizando y estudiando la gran cantidad de actuaciones administrativas en la materia, que no han obtenido resolución final y que a la fecha han merecido una ponderación especial en atención al curso de la prescripción de la acción, con el objeto de evitar un dispendio jurisdiccional y poder otorgar a los administrados mayor seguridad jurídica, principio rector por el que este Organismo debe velar;

Que al respecto la Suprema Corte de Justicia de la provincia de Buenos Aires, en fallo SCBA, B 57805 S 26-9-2007. CARATULA: Sociedad Anónima Garovaglio y Zorraquínc/ Provincia de Buenos Aires (O.S.BA) s/ Demanda Contenciosa Administrativa. MAG. VOTANTES: Soria - Roncoroni - Pettigiani - Negri - Kogan, sostuvo que: “El Capítulo IV del anterior Código de Procedimiento Penal (Ley 3.589, con las modificaciones introducidas por la Ley 6.817) relativo al “Procedimiento en los juicios sobre faltas” era de aplicación sólo en defecto de toda otra norma contenida en el ordenamiento específico y en la medida de su compatibilidad con las determinaciones básicas de esta regulación sectorial... En ausencia de una previsión específica en la Ley 5.965 y sus reglamentaciones respecto del plazo de prescripción, corresponde, efectivamente, acudir por analogía a la aplicación de los plazos establecidos en los arts. 33 y 34 del Código de Faltas que está destinado a regular la sanción de las contravenciones provinciales, en tanto las infracciones previstas en la legislación en cuestión configuran aquella especie de ilícitos (arg. art. 171, Const. Pcial.). Según el art. 33 (texto según Ley 10.580; B.O., 27-XI-1987) de la aludida codificación, vigente al momento de los hechos enjuiciados en autos, la pretensión punitiva en materia de faltas prescribe al año de cometida la infracción y la sanción se prescribe en el mismo plazo a contar desde la fecha en que la respectiva sentencia quedó firme o desde el quebramiento de la condena, si está hubiera empezado a cumplirse”;

Que este criterio fue acogido por la Asesoría General de Gobierno en expediente Nº 2145-9963/02 alcance 3, al sostener que: “En esa dirección, corresponde señalar que el artículo 1° del Decreto - Ley N° 8031/73, establece que “Las disposiciones generales y de procedimiento de este Código se aplicarán a las faltas previstas en otras leyes...” y los artículos 33 y 34 respectivamente, que “La acción se prescribirá a un (1) año de cometida la falta. La pena se prescribirá en el mismo plazo señalado en el párrafo anterior, a contar desde la fecha en que la respectiva sentencia quedó firme o desde el quebrantamiento de la condena, si ésta hubiere empezado a cumplirse”, y que “La prescripción de la acción y de la pena se interrumpirá por la comisión de una nueva falta, por la secuela del juicio o por la ejecución por vía de apremio respecto de la pena de multa”;

Que resultan de aplicación dichos preceptos legales contemplados en el Código de Faltas, siempre que normas especiales en la materia no incorporen normas prescriptivas con plazos especiales, como es el caso de la Ley N° 11.720 que estipula en su artículo 56 el plazo de cinco (5) años para la prescripción de las acciones que imponen sanciones, contados a partir de la fecha en que se hubiere cometido la infracción;

Que a fin de otorgar mayor seguridad jurídica a los administrados y evitar un dispendio innecesario de recursos, se entiende oportuno y conveniente dictar un acto administrativo de alcance general que establezca la extinción de la potestad sancionatoria de esta Autoridad de Aplicación en aquellos procedimientos sancionatorios que, por imperio de lo establecido por la normativa vigente aplicable, jurisprudencia y doctrina citada, haya operado la prescripción de un año;

Que tomó intervención la Asesoría General de Gobierno;

Que la presente se dicta en uso de las atribuciones conferidas por el artículo 32 de la Ley N° 13.757;

Por ello,

EL DIRECTOR EJECUTIVO DEL ORGANISMO PROVINCIAL

PARA EL DESARROLLO SOSTENIBLE RESUELVE:

 

ARTÍCULO 1°. Declarar extinguida por prescripción la acción contravencional correspondiente a todos aquellos procedimientos sancionatorios iniciados con anterioridad al 31-12-10, en los cuales no se haya dictado acto administrativo sancionatorio y/o no existan actos interruptivos o suspensivos de la prescripción.

 

ARTÍCULO 2°. Exceptuar de lo dispuesto en el artículo 1° a las acciones contravencionales correspondientes a procedimientos sancionatorios regidos por la Ley N° 11.720, su Decreto reglamentario Nº 806/97 y demás normas complementarias.

 

ARTÍCULO 3°. Disponer el archivo de los expedientes administrativos que reúnan las condiciones establecidas en el artículo 10 de la presente, por intermedio de la Dirección Provincial de Gestión Jurídica, la que deberá analizar la procedencia de la medida en cada caso particular.

 

ARTÍCULO 4°. Registrar, comunicar, publicar, dar al Boletín Oficial y al SINBA Cumplido, archivar.

Codigo de Faltas de La Provincia de Buenos Aires

Del régimen contravencional

Capítulo I

De la validez del Código de Faltas
Artículo 1.- Las disposiciones generales y de procedimiento de este Código se aplicarán a las faltas previstas en otras leyes que atribuyan competencia al órgano jurisdiccional establecido por esta ley.

Artículo 2.- Si la misma materia fuera prevista por este Código y por una ley provincial, ordenanza o reglamento de carácter general, se aplicará el primero salvo expresa disposición en contrario.

Artículo 3.- Son de aplicación supletoria para los casos no previstos expresamente por esta ley las disposiciones de la parte general del Código Penal y las del Código de Procedimiento en lo Penal de la Provincia.

Artículo 4.- La acción por la comisión de faltas es pública y debe la Policía proceder de oficio.

Cualquier persona mayor de dieciséis (16) años puede formular denuncia verbal o escrita ante la Policía. 

Capítulo V

De la extinción de la acción y de la pena
Artículo 32.- La acción y la pena contravencionales se extinguen:

a.- Por muerte del imputado o condenado;

b.- Por la prescripción.

Artículo 33.- (Texto ley 10.580) La acción se prescribirá a un (1) año de cometida la falta. La pena se prescribirá en el mismo plazo señalado en el párrafo anterior, a contar desde la fecha en que la respectiva sentencia quedó firme o desde el quebrantamiento de la condena, si ésta hubiere empezado a cumplirse.

Artículo 34.- (Texto Ley 10.580) La prescripción de la acción y de la pena se interrumpirá por la comisión de una nueva falta, por la secuela del juicio o por la ejecución por vía de apremio respecto de la pena de multa.

 

Expte. 453/14. “Petrobrás Energía S.A. apela resolución administrativa del OPDS en expte.  2145-6987/10”.

Libro de Sentencias nro. 16.


AUTOS Y VISTOS:


Los de la presente causa nro.  453/14 (nro. interno 5973) seguida contra la empresa “Petrobrás Energía S.A.” por infracción al art. 10 del Dec. 3395/96 reglamentario de la Ley 5965.


RESULTA:


PRIMERO:  La señora Directora Provincial de Controladores Ambientales del Organismo Provincial para el Desarrollo Sostenible (OPDS) aplicó a la referida firma la pena de multa de $ 75.000 por la citada infracción, como así la intimó para que en el plazo de 30 días acredite haber adecuado su conducta a la normativa vigente (fs. 48/49 vta.).


SEGUNDO: Dicho decisorio fue recurrido por la firma imputada a través de su apoderada, doctora María Marcela Flores (fs. 52/60 vta.).


Corrida vista al OPDS, este organismo se pronunció por  la confirmación del decisorio en crisis (fs. 106 y vta.).


Y CONSIDERANDO:


ÚNICO:  I. La recurrente planteó diversos agravios. Así, sostuvo la nulidad del procedimiento por la no utilización de instrumental adecuado para efectuar las mediciones; que las constataciones son nulas pues el inspector debe ser sometido a pruebas y entrenamientos específicos y debe actuar un panel de varias personas. Que las condiciones de la planta eran normales y  no se suscitaron hechos que hayan podido producir olores.


Señaló también que no pueden constatarse infracciones en base a la Tabla I del Anexo V del Decreto 3395 pues son meramente orientativas. Que no se puede determinar que los olores provenían de la empresa; que se violó el derecho de defensa porque no pudo controlar. Cuestionó las pautas establecidas en las tablas, entendiendo que no cumplen con los requisitos de objetividad para la tipificación y argumentó que dichas tablas resultan inconstitucionales; las caracterizaciones “fácilmente notable”, “moderado” y “fuerte” son ambiguas, y por ello el acto administrativo condenatorio es nulo. Se agravió de la falta de creación legal del tipo sancionatorio y señaló que la ley no delega la facultad de establecer nuevas conductas. Insistió finalmente con la falta de relación de adecuada causalidad, al entender que no se comprobó verazmente que los olores provinieran de la refinería. Solicitó la recurrente que se revoque  la resolución en crisis.

Intimada que fue la empresa imputada para que acreditara personería  mediante la presentación de poder, ésta introdujo la cuestión de la prescripción de la acción contravencional (fs. 68/71). Si bien ningún reclamo correspondería atender de los contenidos en ese escrito por resultar extemporáneo, tratándose  la prescripción de  una cuestión de orden público, que como tal opera de pleno derecho por el solo transcurso del tiempo y puede (y debe) ser declarada incluso de oficio en cualquier instancia del proceso y por cualquier tribunal (CSJN, Fallos, 305: 1236; 311: 2205, etc.; SCBA, P. 71.313, sent. del 16/02/00, P. 83.147, sent. del 14/04/04, entre muchas otras), entiendo que corresponde que me avoque al tratamiento del punto.


La impugnante alude a que el plazo de prescripción sería de un año conforme lo prevé el  Código de Faltas, Decreto Ley 8031 en su art. 33; invoca un fallo de la Suprema Corte de Justicia y una resolución del OPDS.


II. Habiéndose corrido vista del recurso de apelación al OPDS, este organismo, a través de una abogada instructora de la Dirección de Información Jurídica, sostuvo que los inspectores están capacitados para determinar los olores en cuestión sin la utilización de aparatos. Que la intensidad y la irritación de los olores no se basan en su duración; que los olores fueron percibidos por los vecinos de la zona, perjudican su calidad de vida y constituyen contaminación. Sostuvo que el grado 4 de la tabla I es la que indica que el olor es de intensidad fuerte, no se encuentra dentro de los límites aceptables. Señala que no hay duda de la viabilidad de la imputación. Finalmente sostiene que la empresa no ha aportado en autos elementos probatorios suficientes para revertir el estado infraccionario verificado.


Nada dice el organismo administrativo respecto al planteo de prescripción de la acción contravencional.

III. He resuelto  en otras ocasiones (causas 31/04 y 417/11, entre otras) que de ningún modo  el código de faltas policiales tiene aplicación  en estos casos que versan sobre contravenciones que afectan el ambiente. Por el contrario, si bien la normativa específica no prevé plazos de prescripción, debo destacar que la  Ley 11720 de residuos especiales (art. 56) establece en tal sentido el plazo de cinco años, al igual que la  Ley Nacional 24051, que establece el régimen de desechos peligrosos (art. 52). Dicha normativa, por regir la misma problemática, es la que debe ser tenida en cuenta en estos casos. Entiendo que no resultan aplicables las previsiones del  Dec. Ley 8031 en esta materia, que fija el plazo de prescripción en un año, por cuanto el art. 1 de dicho cuerpo legal establece: “Las disposiciones generales y de procedimiento de este Código se aplicarán a las faltas previstas en otras  leyes que atribuyan competencia al órgano jurisdiccional establecido por esta ley”. Y el órgano jurisdiccional establecido por el Código de Faltas es, en forma originaria, el juez de paz o el juez en lo correccional (arts. 106 del Dec. Ley 8031 y  24 inc.  3 del CPP). En cambio, en los procesos como el presente, referidos a la materia ambiental, el órgano que actúa en forma originaria es el OPDS, que es un organismo administrativo, no jurisdiccional, y los jueces correccionales actuamos como órgano de alzada.

Sin embargo, el criterio de la Suprema Corte de Justicia de esta provincia es otro diferente al que he sustentado reiteradamente. En efecto, ha sostenido el más alto tribunal estadual respecto a esta cuestión: “En ausencia de una previsión específica en la Ley 5965 y sus reglamentaciones respecto del plazo de prescripción, corresponde, efectivamente, acudir por analogía a la aplicación de los plazos establecidos en los arts. 33 y 34 del Código de Faltas que está destinado a regular la sanción de las contravenciones provinciales, en tanto las infracciones previstas en la legislación en cuestión configuran aquella especie de ilícitos (arg. art. 171, Const. pcial.). Según el art. 33 (texto según Ley 10.580, B.O., 27/XI-1987) de la aludida codificación, vigente al momento de los hechos enjuiciados en autos, la pretensión punitiva en materia de faltas prescribe al año de cometida la infracción y la sanción se prescribe en el mismo plazo a contar desde la fecha en que la respectiva sentencia quedó firme o desde el quebrantamiento de la condena, si  ésta hubiera empezado a cumplirse” (SCBA, causa B. 57.805, “Sociedad Anónima Garovaglio y Zorraquin c/ Pcia. de Bs. As. (OSBA)”,  sent. del 26/09/07, el resaltado me pertenece).

En virtud de ese precedente jurisprudencial, el Organismo Provincial para el Desarrollo Sostenible dictó la Resolución 24/12 del 6 de febrero de 2012 por la que dispuso declarar extinguida por prescripción la acción contravencional correspondiente a todos aquellos procedimientos sancionatorios  iniciados con anterioridad al 31/12/10, en los cuales no se haya dictado acto administrativo sancionatorio y/o no existan actos interruptivos o suspensivos de la prescripción (art. 1). Se exceptuó de lo dispuesto en el art. 1 a las acciones contravencionales correspondientes a procedimientos sancionatorios regidos por la Ley 11.720, su decreto reglamentario 806/97 y demás normas complementarias  (art. 2), aclaración innecesaria pues -como se viera- esta ley prevé expresamente un plazo de prescripción de cinco años. Finalmente se dispone el archivo de los expedientes administrativos que reúnan las condiciones establecidas en el art. 1, por intermedio de la Dirección Provincial de Gestión Jurídica, la que deberá analizar la procedencia de la medida en cada caso particular (art. 3 de la citada Resolución 24/12).

Entonces, no obstante mi opinión, la que dejo a salvo, entiendo que debo aplicar la doctrina de la Corte provincial, dada la ubicación institucional de la misma, a que es una posición más favorable para la imputada y por razones prácticas a fin de evitar dispendio jurisdiccional, dado que un pronunciamiento en sentido contrario a aquella doctrina será revocado en instancias superiores.

En el presente caso, la  presunta infracción se constató el día 24 de agosto de 2010 (ver actas de inspección de fs. 6/8), la resolución por la que se condenara a la firma imputada se dictó el día 12 de agosto de 2011 (fs. 48/49 vta.), es decir que  se dictó la resolución unos días antes de que se cumpliera el plazo de un año, y esa disposición no firme tiene  carácter interruptor del curso de la prescripción  (arts. 3 y 34 del Dec. Ley 8031 y 67   inc. “e”  del Código Penal).

Sin embargo, a partir  de esa última fecha -12/08/11- ha transcurrido con exceso el plazo de prescripción, dado que se produjo una incomprensible e injustificable demora en la tramitación del proceso, en un largo y tortuoso camino hasta su arribo a esta sede judicial.

Es así, como habiéndose notificado la decisión sancionatoria a la empresa imputada, ésta presentó recurso de apelación el 6/12/11 (fs. 52/60 vta.). Varios meses después se pasó la  causa al Departamento de Tesorería para que informe si se registró el pago de la multa (fs. 61), algo bastante curioso dado que la sanción había sido recurrida; obviamente se informó que la multa no se abonó (fs. 62), y se demoraron cuatro meses en producir un informe de tres renglones.

Luego se remitió el expediente a la Asesoría General de Gobierno para que dictamine sobre la admisibilidad del recurso, pronunciándose este organismo favorablemente, pero advirtiendo que la recurrente debía acreditar la personería invocada (fs. 63/64).

Se dispuso entonces intimar a la doctora Flores, pero el expediente estuvo casi un año sin movimiento hasta que finalmente se notificó por cédula a la profesional y el 23/08/13 adjuntó el poder y planteó la prescripción (fs. 67 vta./71). Volvió la  causa a la Asesoría de Gobierno y el 3/01/14 se declaró admisible el recurso, llegando el expediente a este juzgado -previo registro y sorteo por la Cámara Penal- el  30 de abril de 2014. Habiéndose corrido vista al OPDS, conforme el criterio de la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo de Mar del Plata, se recibió escrito el 16/06/14 y  en consecuencia quedaron los autos en condiciones de ser fallados en esta instancia.

Entonces, desde el 11 de agosto de 2011, en que se dictara la resolución sancionatoria, ha transcurrido con exceso el plazo de un año, según la interpretación de la Suprema Corte, sin que se haya producido acto alguno de naturaleza persecutoria que tuviera entidad como para ser considerado “secuela del juicio”, sin que tampoco exista información respecto a la comisión de otra falta con posterioridad a la constatación de la infracción -fs. 39- (debiendo tratarse de condena firme), según las previsiones del art. 34 del Dec. Ley 8031.

En consecuencia, la acción contravencional en la presente causa se encuentra prescripta.

IV. No puedo dejar de señalar respecto a las cuestiones de contaminación ambiental, que debe tenerse presente que desde la reforma de 1994 a las Constituciones Nacional y Provincial, existe consagrado expresamente el derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras, con la obligación de recomponer el daño ambiental (art. 41 CN). Incluso el art. 43 de la Ley Fundamental de nuestro país contempla expresamente la acción de amparo en lo relativo a los derechos que protegen el ambiente. En igual sentido, la Constitución de la Provincia de Buenos Aires (art. 28) consagra el derecho a un ambiente sano y el deber de conservarlo y protegerlo, imponiéndoles a las autoridades provinciales la obligación de controlar el impacto ambiental  de todas las actividades que perjudiquen el ecosistema y promover acciones que eviten la contaminación del aire, agua y suelo.

En la misma dirección, el señor Juez de la Suprema Corte provincial, doctor Pettigiani ha afirmado que “debe ponderarse que la agresión al medio ambiente se manifiesta en hechos que provocan, por su mera consumación, un deterioro cierto e irreversible, de tal modo que permitir su avance y prosecución importa una degradación perceptible de la calidad de vida de los seres humanos, por lo que su cesación se revela como una medida impostergable. En otros términos, el bien ambiental es,  a diferencia de otros bienes, esencialmente limitado, y su consumo irreparable en cuanto cada vez con mayor nitidez se advierte la imposibilidad de un reiterado, continuo e inmediato reemplazo, al punto de preverse en muchos casos -de persistir una utilización irracional- su agotamiento inminente, con la consecuente repercusión directa y obviamente negativa que ello conlleva respecto de la calidad de  vida humana” (SCBA, Ac. “Almada”, sent. del 19/05/98).

Y es esta cuestión de la calidad de vida de mis convecinos y los riesgos implicados en la actividad industrial en esta ciudad, que posee un enorme complejo petroquímico, la que genera preocupación por la cancelación de toda  posibilidad de sancionar a las empresas que de algún modo contaminen el ambiente. 

Es que sin perjuicio de que resulte difícil establecer el grado de motivación en la norma  por parte de las empresas, y el efecto preventivo de la amenaza de sanciones pecuniarias,  que generalmente resultan exiguas, cuando no insignificantes, en relación al poderío económico de las mismas, lo cierto es que con un plazo de prescripción de un año siempre la acción contravencional se va a extinguir sin poderse ejecutar las multas aplicadas, si es que se aplican,  por cuanto las enormes, incomprensibles e injustificadas demoras en la tramitación de estos procesos por parte del OPDS, en casos que, en su mayoría no presentan complejidad y se resuelven con las actas y el descargo, hacen que muy probablemente lleguen a los juzgados correccionales ya operada la prescripción, o bien ello ocurra al recurrir la empresa a las instancias superiores (Cámara y Suprema Corte). Incluso en numerosas ocasiones, he puesto de resalto en mis fallos la enorme demora incurrida en la tramitación de las actuaciones, sin razón atendible para ello, en desmedro de la duración razonable de los procesos sin dilaciones indebidas -art. 15 de la Constitución de la Pcia. de Bs. As- (expte. 173/06 del 22/03/06, entre muchos otros).

Pero a su vez, entiendo que un plazo de un año, en cuestiones de esta entidad aparece como irrazonable si se piensa por un momento que -como ya señalara- en materia de residuos especiales el plazo de prescripción es de cinco años; se trata de la misma materia y de la misma potencialidad dañosa. Pero asimismo, en materia de tránsito automotor, en las faltas graves, que son casi todas, el plazo de prescripción es de cinco años (arts.  1 de la Ley 13.927; 30 inc. “o”, 33 inc. “a”, 48 inc. “w”, 77 incs. “c” y “o”,  88 inc. “c”, 89 inc. “b”  de la Ley Nacional 24449); es decir que algo está fallando en la sistemática normativa, en cuanto a la proporcionalidad y razonabilidad, cuando la acción contravencional por cruzar un semáforo en rojo  o contaminar con la combustión de un automóvil, tiene un plazo de prescripción de cinco años y  la acción por contaminar el ambiente a través de una planta industrial prescribe al año, dada una interpretación analógica (que no comparto), por existir un vacío legal.

V. Es por ello que ante esta situación  sumamente seria y preocupante, estimo necesario ejercer excepcionalmente el derecho de peticionar a las autoridades (art. 14 de la Constitución Nacional) y dirigirme al señor Presidente de la Excma. Suprema Corte de Justicia a fin de que contemple la posibilidad de dirigirse, a su vez, a la Honorable Legislatura de la Provincia para que se analice esta situación, y en su caso, se  promuevan las modificaciones legislativas que se crean necesarias.

POR TODO ELLO, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 10, 28 y 171 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, 20 del Decreto 3395/96 y 24 inc. 3 del Código Procesal Penal, RESUELVO: REVOCAR LA DISPOSICIÓN APELADA nro. 1576/2011 del OPDS de fs. 48/49 Y ABSOLVER A LA FIRMA “PETROBRÁS ENERGÍA S.A.”, en la  infracción al art. 10 del Dec. 3395/96 reglamentario de la Ley 5965, que se le atribuyera como constatada en esta ciudad el día  24 de agosto de 2010, por haber operado la prescripción de la acción contravencional. 

Líbrese oficio al señor Presidente de la Excma. Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, con copia de la presente, a los fines dispuestos en el punto V.

 Resérvese copia para el protocolo del Juzgado. Atento que la firma imputada no ha fijado domicilio especial en esta jurisdicción, el organismo administrativo deberá notificarle el presente pronunciamiento. Devuélvase al OPDS.

DADA, FIRMADA Y SELLADA en la Sala de mi Público Despacho, en la ciudad de Bahía Blanca, Provincia  de Buenos Aires, a los catorce días del mes de agosto de dos mil  catorce.-

Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, 
Causa B. 57.805. Caratula “GARAVAGLIO y ZORRAQUIN” 26-09-2007
A C U E R D O

En la ciudad de La Plata, a 26 de setiembre de 2007, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Soria, Roncoroni, Pettigiani, Negri, Kogan, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa B. 57.805, "Sociedad Anónima Garovaglio y Zorraquin c/Provincia de Buenos Aires (O.S.B.A.). Demanda contencioso administrativa".

A N T E C E D E N T E S

I. La firma IPAKO Industrias Petroquímicas Argentinas S.A. promueve demanda contencioso administrativa contra la Administración General de Obras Sanitarias de la Provincia de Buenos Aires, a fin de que se declare la nulidad de las Resoluciones 22/96, 398/96 y 431/97 y, en consecuencia, se deje sin efecto la sanción aplicada. Por el primero de los actos administrativos cuestionados, el Administrador General de Obras Sanitarias le impuso a la actora una multa de veinticinco mil pesos ($ 25.000) en razón de haber evacuado efluentes líquidos en condiciones físicas y químicas objetables conforme lo dispuesto en el art. 37 del decreto 3970/1990, reglamentario de la ley 5965; por el segundo, rechazó la presentación efectuada contra la Resolución 22/96 y, por el último, denegó la denuncia de ilegitimidad formulada.
A fs. 134 se presenta la Sociedad Anónima Garovaglio y Zorraquin, que manifiesta y acredita ser la continuadora de IPAKO Industrias Petroquímicas Argentinas S.A. debido a la fusión por absorción de esta última y ratifica todo lo actuado en autos hasta el momento. 

II. Corrido el traslado de ley se presenta en autos la Fiscalía de Estado solicitando el íntegro rechazo de la demanda.

III. Agregadas las actuaciones administrativas sin acumular a los autos, producida la prueba y glosados los alegatos de las partes, la causa quedó en estado de dictar sentencia, decidiéndose plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N 

¿Es fundada la demanda?

V O T A C I O N

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:

I. La actora relata que el día 10-X-1995 la Subdirección Química de los Recursos Hídricos (Departamento Residuales) de la Administración General de Obras Sanitarias efectúo una inspección en el establecimiento industrial de su propiedad ubicado en la calle Ingeniero Humer s/nº de la localidad de Ensenada. Indica que en dicha oportunidad, según consta en el acta de inspección 4294, se extrajo de la salida final de las instalaciones de tratamiento una muestra del efluente evacuado por la firma.

Señala que el Departamento Desagües Industriales le notificó el 29-XI-1995 que los efluentes líquidos eran objetables en sustancias grasas, D.B.O., D.Q.O. y demanda de cloro de acuerdo con los análisis realizados a la muestra extraída y que, por ello, la firma se encontraba en infracción al art. 37 de la reglamentación de la ley 5965.

Manifiesta que con fecha 4-VII-1995 le comunicó a Obras Sanitarias la construcción de una planta de flotación por aire disuelto para el tratamiento de los efluentes líquidos originados en su establecimiento y destaca que merced a dicho elemento técnico corregiría las deficiencias físicas y químicas de los efluentes. Agrega que el 11-X-1995, esto es, un día después de la inspección, el Departamento Desagües Industriales le contestó, otorgándole un plazo de 210 días a partir del 3-IV-1995 para la puesta en marcha de dichos equipos. Destaca que ese plazo finalizaba el 3-XI-1995, esto es, con posterioridad a la realización de la inspección. Añade que a través de las notas de fecha 2-XI-1995 y 18-XII-1995 informó a la demandada sobre los avances y la fecha de puesta en funcionamiento de la planta de tratamiento. 

Explica que los efluentes líquidos tenían carácter objetable al 10-X-1995 dado que la firma no contaba con la planta de flotación por aire disuelto en funcionamiento a esa fecha, señalando que la demandada conocía y avalaba tal situación como surge, en su opinión, del otorgamiento del plazo para la puesta en marcha de la planta.

Describe que el señor Administrador de Obras Sanitarias dictó la Resolución 22 el 9-II-1996, por la que le impuso una multa a raíz de que las muestras extraídas el 10-X-1995 vulneraban las disposiciones del art. 37 de la reglamentación de la ley 5965. Contra la mencionada decisión administrativa realizó una presentación el 19-II-1996, la que fue rechazada por formalmente improcedente a través de la Resolución 398/96, al entender que la impugnación había sido articulada fuera del plazo establecido por el art. 425 del Código de Procedimiento Penal y que no se la había presentado ante el juez del crimen como lo requiere la mencionada norma. 

Interpreta que los actos administrativos cuestionados derivan de un error en la apreciación de los hechos, en tanto, según su parecer, la firma gozaba de un plazo otorgado por el organismo, destinado a la construcción y puesta en funcionamiento de la planta que corregiría la calidad de los efluentes. Alega que tal error afectó de nulidad al obrar que controvierte (por vicios en el procedimiento, en la causa y en la finalidad), aplicándose una sanción en contradicción a actos propios de la Administración. 

En otro orden de consideraciones, sostiene que las disposiciones del Código de Procedimiento Penal no resultaban aplicables en tanto no existió falta alguna así como tampoco la empresa revistió el carácter de infractora. Por el contrario, afirma que el presente caso se rige por la Ley de Procedimientos Administrativos, destacando que en ningún momento se cuestionó que los efluentes emitidos se encontraban en condiciones objetables. De ello infiere que no correspondía aplicar el art. 425 del Código de Procedimiento Penal ni ventilar el caso ante el juez del crimen, sino ante la propia Administración, quien era la que debía reparar el error cometido.

En su opinión, los actos cuestionados importan una exagerada remisión y apego a las normas sin considerar las circunstancias de hecho en desmedro del debido procedimiento adjetivo. 

Argumenta que la Administración no proveyó lo necesario para alcanzar la verdad material de la cuestión planteada. Cuestiona en tal sentido que la demandada haya rechazado las presentaciones realizadas por la actora por razones formales, como la interposición fuera de término, sin considerar los hechos que, a su juicio, demostraban la improcedencia de la sanción. Ello supondría un menoscabo al debido proceso.

Sostiene que contaba con una especie de "permiso" hasta noviembre de 1995, que posibilitaba el desarrollo de su actividad industrial y la consecuente descarga de efluentes sin la planta de tratamiento requerida. Y afirma la inculpabilidad de la firma porque "... la propia Administración sancionadora había otorgado un plazo (que no se hallaba vencido) para el establecimiento de una Planta que corregiría la objetabilidad causa de la sanción". Entiende que, implícitamente, ello habilitó el desarrollo de su actividad industrial sin una planta de tratamiento hasta el cumplimiento de dicho término, actividad que estima amparada en el ejercicio de su legítimo derecho de trabajar, por lo que resultaba aplicable la causa de justificación contenida en el art. 34 incs. 3, 4, 6 y 7 del Código Penal. 

Manifiesta que el desconocimiento del plazo otorgado implica una violación a la doctrina de los actos propios y del principio de buena fe.

Por otro lado, sostiene que se encuentra exento de la pena en virtud de los arts. 430 y 424, inc. 3, del Código de Procedimiento Penal, en tanto la resolución que impuso la pena no se dictó y notificó dentro del plazo de 60 días a partir de la fecha del acta de inspección  4294. En su opinión, ello determina la nulidad de los actos atacados que omitieron que el infractor se encontraba liberado de la pena.

Asimismo, argumenta que la pena de multa y la acción de apremio se encontraban prescriptas en virtud de los arts. 32, 33 y 34 del Código de Faltas (ley 8031). Aduce que el mencionado Código resulta aplicable en tanto la normativa específica por la que se impuso la sanción (ley 5965 y decreto 3970) tipifica las conductas señaladas como faltas, pero lo relativo a las normas aplicables a las mismas surge del Código de Faltas conforme a los arts. 1 y 2 del citado cuerpo legal. Destaca que hasta ese momento el juicio de apremio no había sido iniciado y, por lo tanto, la prescripción no fue interrumpida. 

Por último, solicita el dictado de una medida de no innovar por la que se ordene a la demandada abstenerse de ejecutar la sanción de multa aplicada por las resoluciones impugnadas.

II. A fs. 192 fue rechazada la medida cautelar solicitada en tanto la accionante no demostró que los actos impugnados pudieran producir perjuicios irreparables.

III. Por su lado, la demandada sostiene que las resoluciones impugnadas han sido dictadas en un todo conforme a los antecedentes de hecho, que constan en las actuaciones administrativas, y a la ley 5965 y sus reglamentaciones.

A su juicio, la potestad de la Administración de aplicar la sanción de multa a los establecimientos industriales que evacuen efluentes en contradicción con los parámetros autorizados surge de los arts. 2 y 8 de la ley 5965, de los arts. 1 a 6 y 37 del decreto 2009/1960 (texto según decreto 3970/1990) y de la Resolución 287/90. 

Destaca que el art. 64 del decreto 3970/1990, modificatorio del decreto 2009/1960, reglamenta el régimen de penalidades estableciendo que "comprobada la infracción, la autoridad interviniente procederá a notificar la misma, a fin que el presunto infractor formule descargo dentro del plazo de tres (3) días. Cuando la irregularidad fuere constatada mediante acta labrada por funcionario competente, ésta hará plena fe mientras no se pruebe lo contrario...". Señala que la empresa hizo un uso tardío de su derecho de defensa, pues cuando realizó la presentación de fecha 19-II-1996 se encontraba vencido el plazo de tres días previsto por ley. Agrega que la actora se limitó a alegar la existencia de un permiso, sin probar que los efluentes evacuados no fueran objetables. 

Concluye que en tanto la planta petroquímica de la actora volcó efluentes líquidos que no cumplían con las condiciones exigidas por la ley 5965 y sus reglamentaciones, la Administración tenía no sólo el derecho, sino también el deber, de velar por la observancia de las condiciones dispuestas en orden a la policía de la seguridad industrial y del ambiente, sancionando la transgresión comprobada.

Con respecto a la autorización invocada por la actora, sostiene que la nota de fecha 11-X-1995 emanada del responsable del Departamento Desagües no importa una autorización para el vuelco de efluentes contaminantes. Aclara que la nota tuvo por objeto la aprobación de las obras a realizar, pero no del funcionamiento en las condiciones contaminantes que a ese momento realizaba el establecimiento industrial. 

En este sentido, afirma que de las normas vigentes que regulan la actividad industrial y sus vertidos surge que no existen permisos implícitos, sino que todo vuelco de efluentes debe contar con una autorización expresa de la autoridad competente. Invoca el art. 6 de la ley 5965, que prevé que todo establecimiento industrial requiere la aprobación expresa de sus efluentes, y el decreto 2009, según el texto ordenado por el decreto 3970, que dice que "El propietario que necesite descargar sus residuos a cualquier cuerpo receptor de la Provincia, deberá solicitar permiso a A.G.O.S.B.A.". 

Asimismo, señala que los efluentes deben ajustarse a las condiciones requeridas por el marco normativo, circunstancia que no se daba en el caso de marras. Destaca el art. 31 del decreto 2009 que establece que "No se otorgará permiso de descarga, mientras no se encuadre el sistema de depuración que excluya la posibilidad de una amenaza para la salud y el bienestar público, afecte la calidad natural de una fuente y asegure la conveniente conservación de los conductos de desagüe donde se efectúe la descarga".

Afirma que no se otorgó una autorización en los términos del art. 5 de la Resolución 287, dado que dicha norma requiere que la mencionada venia sea otorgada por la Dirección de Servicios Especiales en forma expresa, previa solicitud de la firma, siendo condición indispensable que las obras se construyan y se pongan en marcha en un plazo no mayor de seis meses. Alega que aún cuando hubiera existido una autorización, la misma nunca hubiese podido exceder los términos planteados en la mencionada resolución, que se encontraban a ese tiempo vencidos.

Advierte que la actividad desarrollada por la actora ‑industria petroquímica‑ se encuentra clasificada como peligrosa conforme a la ley de industrias (ley 11.459), por lo que las normas que la regulan deben ser interpretadas restrictivamente. En atención de ello argumenta que un permiso para realizar obras no puede hacerse extensivo a un permiso para evacuar efluentes que contradicen las normas aplicables y que ponen en riesgo la salud de la comunidad y del ambiente.

Resalta que la conducta infractora de la actora tiene antecedentes de larga data en tanto ésta registra observaciones a sus efluentes desde el año 1992, como surge del expediente administrativo.

Por último, manifiesta que la recurrente debía haber acudido a técnicas alternativas para neutralizar la peligrosidad de los efluentes hasta tanto se concretaran las obras.

IV. De las actuaciones administrativas (expediente 2408‑13.193 alcances 6, 7, 8, 9, 10, 11 y 15 agregados sin acumular) se desprenden las siguientes constancias útiles para la resolución de la causa:

1. El 10-X-1995 la Subdirección Química de los Recursos Hídricos (Departamento Residuales) de la Administración General de Obras Sanitarias efectúo una inspección en el establecimiento industrial, propiedad en ese entonces de IPAKO S.A., ubicado en la calle Ingeniero Humer s/nº de la localidad de Ensenada. En dicha ocasión se labró el acta de inspección 4294 y se extrajo una muestra del efluente de la salida final de las instalaciones de tratamiento (conf. fs. 2, expediente 2408‑13.193, alcance 8).

2. La mencionada repartición analizó la muestra extraída, la que resultó objetable en S.S.E.E., D.B.O., D.Q.O. y demanda en cloro. Se observó de tal modo un incumplimiento de los parámetros establecidos en las normas reglamentarias de la ley 5965 (conf. protocolo de análisis  8854 obrante a fs. 3 del citado expediente). 

3. El 30-XI-1995 el Departamento Desagües Industriales le notificó a la actora el resultado del análisis y la infracción al art. 37 de la reglamentación de la ley 5965. También le comunicó que podía alegar y probar lo que estimara conveniente en un plazo de tres días conforme al art. 64 del decreto 3970 (conf. fs. 4/5). 

4. El 12-XII-1995 el aludido órgano le informó al Director de Recursos Hídricos y Saneamiento que la actora no había formulado descargo alguno y que, en consecuencia, correspondía aplicar las penalidades correspondientes (conf. fs. 6). 

5. La Dirección de Recurso Hídricos y Saneamiento consideró que, en mérito a lo establecido por el art. 8 de la ley 5965, correspondía aplicar a la firma involucrada una multa de pesos veinticinco mil ($ 25.000) (conf. fs. 7). 

6. Sobre tal base, el 6-II-1996 el Administrador General de Obras Sanitarias dictó la Resolución 22, por la que le impuso a la empresa en cuestión una multa de pesos veinticinco mil ($ 25.000) por haberse comprobado, a través del análisis de las muestras del efluente líquido extraídas el 10-X-1995, que las tales elementos resultaban objetables en sus características físicas y químicas en infracción al art. 37 de la reglamentación de la ley 5965 (conf. fs. 8), acto que fue notificado por carta documento el 15-II-1996 (conf. fs. 10/11). 

7. A fs. 12 obra una nota emanada del Departamento Desagües Industriales y dirigida a la ahora actora que dice: "Nos dirigimos a Ud. en relación a su nota fechada el 4‑VII‑95 en la cual hace referencia a la construcción de una planta de flotación por aire disuelto para el tratamiento de los efluentes líquidos originados en ese establecimiento, fijándose en 210 días, contados a partir del 3‑IV‑95 el plazo para la puesta en marcha de dichos equipos. Esta Dependencia toma conocimiento del proyecto aludido, otorgándose plazo hasta el 3‑XI‑95 a los efectos de su concreción, debiendo esa empresa presentar la respectiva documentación técnica modificatoria, conforme lo establecido por la Reglamentación de la Ley 5965". 

8. El 2-XI-1995 la actora le envió una nota al Departamento de Desagües Industriales comunicándole los avances de la obra y estimando que la fecha de puesta en funcionamiento sería el 30-XI-1995 (conf. fs. 13). 

9. El 19-XII-1995 la firma remitió otra nota, donde afirmó que acompañaba documentación sobre el proceso de las nuevas instalaciones así como sobre los resultados obtenidos durante las pruebas de garantía y sostuvo que presentaría, una vez optimizado el funcionamiento de la planta, la respectiva documentación técnica modificatoria. En relación con el acta de inspección, manifestó que como la firma no contaba con dicha planta de tratamiento en funcionamiento, la calidad del efluente era objetable e hizo referencia a la nota enviada por la demandada el 11-X-1995 (conf. fs. 14/15).

10. El 19-II-1996 la actora presentó un descargo contra la Resolución 22 afirmando que contaba con un plazo de 210 días otorgado por la propia Administración para la construcción de la planta de tratamiento y que el mismo no se encontraba vencido a la fecha de realización de la inspección (conf. fs. 16).

11. El Departamento Desagües Industriales se expidió afirmando que la actora presentó el recurso fuera del plazo correspondiente y que, con respecto a la nota del 11-X-1995, la firma no dio cumplimiento a la presentación de la documentación técnica requerida en la misma, habiéndose vencido en exceso el plazo concedido a tal fin (conf. fs. 18).

12. La Asesoría General de Gobierno sostuvo que resultaba de aplicación lo establecido para las actuaciones vinculadas con las faltas provinciales, conforme a las normas propias de esa materia y las del Código de Procedimiento Penal, régimen que, así integrado, sólo preveía el recurso de apelación ante el juez del crimen (arts. 425 y 426), por lo que el reclamo interpuesto ante el Administrador General era inoficioso. Asimismo sostuvo que el recurso había sido presentado fuera del término fijado por el art. 425 del mencionado cuerpo legal (conf. fs. 20).

13. El 25-VII-1996 el Administrador General de Obras Sanitarias dictó la Resolución 398, por la que rechazó la presentación efectuada por la actora al reputarla formalmente improcedente de acuerdo a los argumentos esgrimidos por la Asesoría General de Gobierno (conf. fs. 21). La mencionada resolución fue notificada el 17-X-1996 (conf. fs. 23/25).

14. La actora formuló denuncia de ilegitimidad el 29-X-1996 (conf. fs. 1‑31, expediente 2408‑13.193, alcance 11).

15. El Departamento Desagües Industriales estimó que correspondía rechazar esa nueva presentación y precisó que, sin perjuicio del plazo otorgado para la terminación de la planta, ningún establecimiento puede ser habilitado o iniciar sus actividades sin la previa obtención de la habilitación correspondiente y la aprobación de las instalaciones de provisión de agua y de los efluentes residuales respectivos de acuerdo con el art. 6 de la ley 5965 (conf. fs. 30).

16. La Asesoría General de Gobierno se expidió a favor de la inadmisibilidad del remedio procesal intentado considerando que con el dictado de la Resolución 398 había quedado agotado la vía administrativa (conf. fs. 32).

 17. A través de la Resolución 431, el Administrador General de Obras Sanitarias rechazó por improcedente la presentación de la actora por los argumentos esgrimidos por el Departamento Desagües Industriales y la Asesoría General de Gobierno, autorizando al Fiscal de Estado a iniciar el correspondiente juicio tendiente al cobro de la multa (conf. fs. 33). Dicho acto administrativo fue notificado a la accionante el 22-VIII-1997 (conf. fs. 35/37).

18. De otra parte, y según surge del acta de inspección  2645 y del protocolo de análisis 7136, el 25-X-1994, la demandada realizó una inspección en el establecimiento de la actora y extrajo muestras de efluentes líquidos, las que resultaron ser objetables en D.B.O., D.Q.O. y demanda de cloro, por lo que se hallaban en infracción a las normas reglamentarias de ley 5965 (conf. fs. 1/3 del expediente 2408‑13.193, alcance 6). En dicha ocasión, la actora expresó que debido a cuestiones de índole económico financieras se había visto obligada a postergar la realización de obras de tratamiento (conf. fs. 7).

19. A raíz de la infracción comprobada en el acta de inspección 2645, la demandada dictó la Resolución 51/95, por la que le impuso a la actora una multa de pesos veinticinco mil ($ 25.000) (conf. fs. 9), contra la cual la actora interpuso recursos de revocatoria y jerárquico en subsidio (conf. fs. 1/23 del expediente 2408‑13.193, alcance 7), que fueron rechazados a través de la Resolución 614/95 (conf. fs. 27/28). 

V. Dado que la Fiscalía de Estado no ha opuesto objeción alguna a la admisibilidad de la pretensión intentada, corresponde examinar la cuestión de fondo traída a los estrados de este Tribunal (art. 15, Const. pcial.).

No existe controversia en cuanto a que el 10-X-1995 el establecimiento industrial de la demandante descargó efluentes líquidos en condiciones físicas y químicas que no se ajustaban a los parámetros de calidad establecidos por la reglamentación de la ley 5965 (decreto 2009/1960, texto según decreto 3970/1990) y por la Resolución 287/90 (conf. acta de inspección  4294 y protocolo de análisis 8854, obrantes a fs. 2 y 3 del expediente administrativo 2408‑13.193/71, alcance 8). Tampoco la existe en cuanto a que tales elementos son degradantes del ambiente.

De tal forma el debate se circunscribe a determinar si el obrar empresario fue válidamente reprochable a tenor de las normas aplicadas por la autoridad pública y, en concreto, si la nota de fecha 11-X-1995 emanada del Departamento Desagües Industriales tiene la incidencia que en la demanda se le asigna, en tanto, según la impugnante, dicha comunicación ha supuesto una permisión para realizar el comportamiento por el que la Administración hubo de penalizarla.

1. Se impone, en primer lugar, repasar el marco normativo que ha regido el caso y bajo cuyo marco debe asignarse el alcance de la aludida nota de fecha 11-X-1995.

La ley 5965 ‑de protección a las fuentes de provisión y a los cursos y cuerpos receptores de agua y a la atmósfera‑ y sus decretos reglamentarios ‑2009/1960 y 3970/1990‑ regulan la materia relativa a la descarga de efluentes. En su art. 2, el citado texto legal prohibe a los entes públicos como a los particulares el envío de efluentes residuales sólidos, líquidos o gaseosos, de cualquier origen a la atmósfera, canalizaciones, acequias, arroyos, riachos, ríos y toda otra fuente, curso o cuerpo receptor de agua que signifique una degradación o desmedro del aire o de las aguas de la Provincia, sin previo tratamiento o depuración que los convierta en inocuos e inofensivos para la salud de la población o que impida su efecto pernicioso en la atmósfera y la contaminación, perjuicios y obstrucciones en las fuentes, cursos o cuerpos de agua. 

La norma establece que los permisos de descargas residuales a fuentes, cursos o cuerpos receptores de agua o a la atmósfera serán de carácter precario (art. 5) y que ningún establecimiento industrial puede ser habilitado o iniciar sus actividades, ni aún en forma provisoria, sin la previa obtención de la habilitación correspondiente y la aprobación de las instalaciones de provisión de agua y de los efluentes residuales industriales respectivos (art. 6). 

Vale destacar además que, por el art. 11, en su hora se confirió a todos aquellos cuyos sistemas de evacuación de efluentes no fuere compatible con el citado régimen legal, un plazo "único e improrrogable", para "ajustarse a las disposiciones y requisitos" que aquél exige.

A su turno, el art. 4 del decreto 2009/1960 fija las condiciones mínimas que deben reunir las descargas a cursos o fuentes de agua y la Resolución 287/90 complementa las normas de calidad (conf. art. 4 y Anexo II, res. cit.). 

Con respecto a la habilitación para la emisión de efluentes, el decreto 2009/1960, con las modificaciones introducidas por el decreto 3970, realiza algunas precisiones. Entre otras, prescribe que: "El propietario que necesite descargar residuos a cualquier cuerpo receptor de la Provincia, deberá solicitar permiso a A.G.O.S.B.A." (art. 10), encomendando a la citada Administración la potestad de reglar los documentos que debe presentar el propietario para solicitar la autorización de descarga (art. 10). Especifica igualmente que dicha documentación debe ser revisada por la repartición, la que emitirá opinión al respecto en un plazo no mayor a 60 días a partir de su recepción (art. 17).

El art. 18 de la misma reglamentación estatuye que, una vez cumplidos con los requisitos inherentes al permiso solicitado, y de acuerdo a la importancia de la obra, la Administración determina el plazo para su ejecución, debiendo el propietario comunicar la fecha de iniciación de los trabajos y solicitar las inspecciones respectivas, siendo aquél pasible de sanción en caso de incumplimiento. Por su lado, el art. 19 impone al interesado la carga de comunicar, con una anticipación no menor de 15 días, la fecha en que comenzará la descarga del efluente.

Según el texto reglamentario en vigor, el permiso para la emisión del efluente, que posee carácter precario, se otorga una vez cumplidas las verificaciones pertinentes en orden a los parámetros de calidad impuestos (art. 24). De todos modos, ni el funcionamiento de la instalación de depuración, ni el otorgamiento del permiso de descarga, pueden invocarse para enervar el obrar de la autoridad de aplicación "... si se comprobare que el efluente no cumple las condiciones exigidas". En tal sentido, la Administración ha de imponer al propietario lo pertinente a fin de modificar, ampliar o tomar "... cualquier medida necesaria para subsanar la deficiencia, dentro de un plazo que se fijará para cada caso" (art. 26).

Paralelamente, el art. 31 prohibe autorizar una descarga mientras no se implemente un sistema de depuración que excluya la posibilidad de una amenaza para la salud y bienestar público, o si se afecta la calidad natural de una fuente o si no se asegura la conveniente conservación de los conductos de desagüe donde se efectúe la evacuación.

El art. 37 obliga al propietario a mantener la constante vigilancia y limpieza en la instalación de depuración, a fin de asegurar un funcionamiento adecuado; deber cuya inobservancia torna aplicables las sanciones pecuniarias, graduables de acuerdo a la importancia de la contravención (art. 8, ley 5965).

En suma, del sistema normativo de aplicación al caso se desprende una expresa y clara prohibición de evacuar efluentes que signifiquen una degradación o desmedro de las aguas o del aire a las fuentes de provisión, a los cursos y cuerpos receptores de agua y a la atmósfera (conf. arts. 2 y 6, ley citada, arts. 1 a 6, 24, 26, 31, del decreto 2009, texto según decreto 3970/1990). 

2. Como es lógico, la normativa consignada en la reseña anterior debe interpretarse en consonancia con las reglas y fines que, con sentido eminentemente protector, instituye el régimen constitucional al consagrar derechos, atribuciones y deberes fundamentales, en la cláusula del art. 41 de la Constitución nacional, como en su similar contenida en el art. 28 del texto de la Provincia de Buenos Aires.

Tales enunciados normativos determinan que todos los habitantes tienen derecho a gozar de un ambiente sano y equilibrado, recayendo, primordialmente, sobre los poderes públicos (doctr. causa I. 1982, "Y.P.F.", sent. de 31-X-2001), aunque también sobre la ciudadanía en general, el deber de conservarlo y protegerlo (art. 28, Const. pcial.), en modo que el entorno natural sea apropiadamente resguardado, a fin de garantizar un desarrollo social, económico y tecnológico sustentable, esto es, aprovechable en armonía con el ambiente por las generaciones actuales y las venideras (arts. 41, C.N. y 28, Const. pcial.).

Las regulaciones aplicadas por la Administración (la ley 5965, los decretos 2009/1960 y 3970/1990 y la Resolución 287/90) propenden, al adecuado resguardo de un sector relevante del ambiente natural, aunque ‑y también por ello‑ tienen en miras la protección de la salud de la comunidad, instituyendo, así, razonables interdicciones y limitaciones al ejercicio de los derechos de las personas a ejercer todo comercio o industria lícita, en el interés general (arg. arts. 14 y 28, C.N.). 

Se trata de evitar la contaminación de recursos vitales, mediante la exigencia de una permisión puntual para la descarga de efluentes, exigencia que, indudablemente, participa de los fines públicos a los que la reforma constitucional de 1994 ha destinado las cláusulas ambientales antes citadas. 

La prohibición de evacuar tales efluentes ‑en tanto signifiquen una degradación o desmedro de las aguas o del aire, a las fuentes de provisión, a los cursos y cuerpos receptores de agua y a la atmósfera‑, se erige en una barrera ante la cual debe detenerse la iniciativa empresarial o cualquier actividad degradante, configurando un esquema normativo cuya lectura debe acometerse sin fisuras. Es una restricción que, en salvaguarda de los bienes ambientales, y a diferencia de lo que acontece en otras esferas regulatorias o frente a otra clase de interdicciones en el ejercicio del denominado poder de policía, debe ser interpretada amplia y funcionalmente. 

En definitiva, la ordenación referida tiende a prevenir daños mayores, difícilmente reversibles, al entorno natural, criterio especialmente atingente a la materia ambiental, tal como lo ha destacado en varias oportunidades el Tribunal (doctr. causas Ac. 60.094, "Almada", sent. de 19‑V‑1999; Ac. 77.608, "Ancore S.A.", sent. de 19-II-2002; B. 64.464, "Dougherty", sent. de 31‑III‑2004) y como, de otro lado, lo destaca la ley 25.675, al erigir a la prevención en uno de los principios informadores de las políticas públicas ambientales (art. 4, ley cit.).
3. A tenor de todo lo expuesto, cabe desentrañar el significado jurídico de la nota emanada del Departamento Desagües Industriales, aludida por la reclamante en abono de la posición jurídica que postula en esta litis. 

De la ley 5965 y sus reglamentaciones, como se ha visto, surge la carga impuesta a toda persona que pretenda evacuar efluentes de obtener con carácter previo un permiso de la autoridad administrativa competente (conf. art. 5 y 6, ley citada; art. 10, decreto 2009). 

Dicho acto debe ser otorgado una vez que se comprueba la inocuidad de los efluentes que se pretenden evacuar o bien que el emisor cuenta con las plantas de tratamiento, de depuración o de neutralización que los convierten en inofensivos (conf. art. 31, decreto 2009/1960). Por sus características, comporta una licencia especial para el desarrollo de una actividad tolerada bajo ciertos resguardos. La adjetivación que le ha insertado la norma, al definirlo como de carácter precario, y la congruente potestad que se ha reservado la Administración, en el sentido de introducirle al permiso "... las modificaciones que en cualquier momento exijan los organismos competentes" (conf. arts. 5, ley 5965 y 24, decreto 2009/1960), así lo corroboran. Denotan que su expedición no otorga ni consolida una situación subjetiva inmutable, pues la actividad autorizada bajo esos términos deberá en todo caso adaptarse a las medidas la Administración disponga para la mejor satisfacción del interés público ambiental. La entidad administrativa podrá entonces introducir variantes en el sistema de tratamiento de efluentes, aunque hubiera sido permitido o autorizado, así como adoptar cualquier medida para asegurar su incolumnidad (conf. art. 26, decreto 2009/1960).

4. Es necesario tener presente que la permisión prevista en este entramado normativo se otorga una vez que el sujeto interesado ha presentado toda la documentación requerida, construido los sistemas de tratamiento que aseguren la inocuidad de los efluentes y, en tanto dicha inocuidad haya sido comprobada por el órgano de aplicación. 

Pues bien, en la especie la actora no ha probado que tales circunstancias hubiesen acontecido. 

Mal podría haber sido expedido un acto autorizativo válido sino para descargar los efluentes a condición de que cumplan con los parámetros mínimos de calidad prescritos por las normas correspondientes (arts. 1 a 6, decreto 2009/1960, según texto ordenado por el decreto 3970/1990 y Resolución 287/90).

5. La nota de fecha 11-X-1995 emitida por el Departamento Desagües Industriales no ha configurado en puridad una de aquellas licencias previstas en la regulación aplicable. Carente de la tipicidad propia de un acto administrativo, supone una expresión de voluntad que, visiblemente, no reúne los requisitos de forma y competencia (arg. art. 103, dec. ley 7647/1970); ni cuenta con motivación suficiente a tales fines (art. 108, dec. ley. cit.). 

En cuanto a su objeto, tampoco es dable suponer ‑porque de su literalidad no se desprende inequívocamente, ni podría haberlo así dispuesto‑, que haya supuesto una permisiónindirecta, inferible de su contenido, para evacuar efluentes en contravención a los parámetros de protección ambiental exigidos, pues el obrar de la Administración debe acomodar su obrar al ordenamiento jurídico (art. 103, cit.). Hace más de un siglo la Corte Suprema de la Nación, en el precedente "Los saladeristas Podestá c. Provincia de Buenos Aires" (C.S.J.N., Fallos 31:272) de 1887 dejó dicho que los interesados en una actividad industrial "... no pueden ... invocar [un] permiso para alegar derechos adquiridos, no sólo porque él se los concedió bajo la condición implícita de no ser nocivos a los intereses generales de la comunidad, sino porque ninguno puede tener un derecho adquirido de comprometer la salud pública y esparcir en la vecindad la muerte y el duelo con el uso que haga de su propiedad, y especialmente con el ejercicio de una profesión o de una industria".
Interpretado, entonces, desde esa perspectiva, y con el rigor que impone la prevención de toda afectación medioambiental que preside esta materia (arg. arts. 41, C.N., 28, Const. pcial.; 4, ley 25.675), el texto involucrado no apareja las consecuencias que predica la actora. En realidad, la comunicación bajo examen, en la parte pertinente, expresa: "Nos dirigimos a Ud. en relación a su nota fechada el 4‑VII‑95 en la cual hace referencia a la construcción de una planta de flotación por aire disuelto para el tratamiento de los efluentes líquidos originados en ese establecimiento, fijándose en 210 días, contados a partir del 3‑IV‑95 el plazo para la puesta en marcha de dichos equipos" y que "Esta Dependencia toma conocimiento del proyecto aludido, otorgándose plazo hasta el 3‑XI‑95 a los efectos de su concreción..." .

Surge de ella la previsión de un plazo para concretar la planta de tratamiento, mas no una licencia para evacuar efluentes líquidos en condiciones objetables. Podría aducirse que, en el ínterin, entre tanto se construye y habilita la planta, la autoridad fijó una cierta aquiescencia a la empresa para que continuara con la descarga irregular de los efluentes. Es lo que alega la actora cuando afirma que tal opinión significó un acto implícito de permisión. Ahora bien, en la especie, tal como ha sido desarrollado supraen el punto V.2., existe una prohibición de carácter general de descargar efluentes que importen una degradación o desmedro de las aguas, que está directamente relacionada con el derecho constitucional de los habitantes a gozar de un ambiente sano y equilibrado y con el deber de los poderes públicos de preservarlo. Frente a ello, una hipotética declaración de voluntad de la Administración por la cual consintiese temporariamente la emisión de efluentes nocivos para el medio ambiente debería tener fuente en el régimen de aplicación (v. gr. art. 11, ley 5965), fundarse razonablemente sin generar un privilegio o un tratamiento diferencial injustificado (art. 16, C.N.) y ser expresa. 

El carácter expreso de semejante acto se impone, en primer lugar, por las propias características, arriba descriptas, del régimen aplicable en materia de interdicción de descarga de efluentes. En segundo lugar, pues debido a la importancia de los intereses tutelados por la prohibición, a saber: el medio ambiente y, en definitiva, la vida y la salud de todos habitantes, la falta de una manifestación categórica de voluntad mal podría interpretarse en contra de esos bienes jurídicos preeminentes. Conclusión a la que igualmente se arriba considerando la peligrosidad inherente al desarrollo de la industria petroquímica, que justifica extremar los recaudos para su funcionamiento a los efectos de asegurar su inocuidad para la población. 

En la causa "Gil" (causa B. 48.042, sent. de 30-VII-1991) esta Corte adoptó un similar criterio de interpretación restrictiva al evaluar la existencia de una autorización para la construcción de un inmueble y requirió que ésta sea otorgada en forma expresa por la Administración. En otro supuesto, se ha rechazado la posibilidad de que el particular pueda adquirir derechos por "consentimiento tácito" de la Administración (doctr. causa B. 57.970, "Monegal", sent. de 11-VII-2001), por cuanto ello implicaría otorgar a la falta de pronunciamiento explícito o a la inactividad de la Administración un valor del que carece según el ordenamiento aplicable (B. 52.856, "Canal 3 de Nueve de Julio S.A.", sent. de 28‑IX‑1993). 

En el caso de autos, ni en la ley 5965 ni en sus reglamentaciones existe alguna disposición en tal sentido.
6. Cierto es que el ordenamiento aludido ha contemplado algunas flexibilizaciones al principio general en orden a la interdicción de emitir efluentes contaminantes, como la contenida en el art. 5 de la Resolución 287. Esta disposición habilita a dispensar el cumplimiento inmediato de determinadas normas de calidad si el emisor se compromete, en el plazo de un año a partir del dictado de la mencionada resolución, a la construcción de obras de tratamiento. Sin embargo, dicha regla requiere una autorización expresa de la Dirección Servicios Especiales y la construcción y puesta en marcha de las obras en un plazo de 6 meses. 

Semejante modalidad, tuvo su razón de ser en el hecho de que la Resolución 287 introdujo cambios en los parámetros de calidad existentes a ese entonces. Persiguió, entonces, una adaptación progresiva de los establecimientos en funcionamiento a las nuevas pautas. De todos modos, el art. 6 de la citada resolución impuso a los titulares de los establecimientos que se radicaran en la Provincia de Buenos Aires a partir de la fecha de su dictado el cumplimiento de todos los límites admisibles desde el inicio de sus actividades, sin que pudieran valerse de la franquicia temporal en cuanto a la puesta en funcionamiento de las nuevas pautas de calidad. 

Con similar propósito el ya recordado art. 11 de la ley 5965 preveía un plazo único e improrrogable de 2 años para que los establecimientos en infracción se ajusten a las disposiciones de la ley. 

En ambos supuestos, las excepciones hallan su fuente en normas generales, aplicables a un conjunto indeterminado personas, y, en razón de su objeto, fueron previstas con vigencia temporaria. Además, tuvieron una finalidad justificada: permitir la adaptación de los establecimientos en funcionamiento a los nuevos parámetros de calidad.

Ninguna de esas notas se hallan presentes en el caso, donde, por un lado, no fue aplicada norma alguna del tipo de las referidas. Por otro, no hubo una autorización expresa para descargar efluentes por fuera de los parámetros de calidad vigentes.

7. Se colige de todo lo expuesto que frente al régimen de la ley 5965 y sus reglamentaciones, predicar la existencia de una permisión implícita, carece de asidero. 

En todo caso, el contenido de la nota del Departamento Desagües Industriales fechada el 11-X-1995 podría cobrar sentido a la luz de los arts. 18 y 19 del decreto 2009/1960. El primero de ellos dispone que una vez cumplidos con los requisitos inherentes al permiso solicitado (en referencia a los documentos y planos que debe presentar el emisor), cabe fijar un plazo para la ejecución de la obra respectiva (construcción de un sistema de tratamiento y descarga), debiendo el propietario comunicar la fecha de iniciación de los trabajos y solicitar las inspecciones correspondientes. Por su lado, el art. 19 precisa que cumplidos los requisitos del artículo anterior, el propietario deberá, bajo apercibimiento de multa, comunicar a la Administración, con una anticipación no menor de 15 días, la fecha en que comenzará la descarga del efluente. 

Por último, el art. 24 de la misma reglamentación determina que la autorización administrativa podrá expedirse una vez que se ha verificado el cumplimiento de los requisitos exigidos y comprobado la calidad del efluente. 

El otorgamiento de un plazo para la construcción de una obra no configura sino una fase del procedimiento para obtener la permisión. Podría interpretarse que con la nota antes referida la Administración precisó ese plazo (independientemente de todo reparo en términos formales, de competencia y de tipicidad como acto administrativo), pero tal determinación en manera alguna pudo significar una aquiescencia de la entidad pública a los fines de producir una descarga inapropiada o irregular de efluentes, porque interpretarla de ese modo importaría una extensión impropia de su real alcance y contenido en función del régimen en que debe ser interpretada.

Al concluir que la Administración no otorgó en el caso una habilitación para evacuar efluentes carentes de adecuado tratamiento, encuentro infundados los argumentos esgrimidos en la demanda relativos a supuestos vicios de legalidad que adjudica a las resoluciones atacadas, en tanto que ellos estaban fundados en dicho presupuesto. Igualmente quedan descartados, por tal motivo y por inconsistentes, los agravios que ha desplegado con invocación de los principios de buena fe y venire contra factumproprium.

8. Por otro lado, la actora sostiene que se encuentra exenta de la pena en virtud de los arts. 430 y 424, inc. 3 del Código de Procedimiento Penal, en tanto la resolución que la impuso no se dictó y notificó dentro del plazo de 60 días a partir de la fecha de confección del acta de inspección  4294. 

El embate no se sostiene. 

En el punto que enfatiza la impugnante, el decreto 3970/1990, a diferencia de lo que aquélla sostiene, establece el procedimiento para la imposición de las penalidades previstas en la ley 5965. Más específicamente, en su art. 64 prescribe que "Comprobada la infracción la autoridad ... procederá a notificar la misma, a fin que el presunto infractor formule descargo dentro del plazo de tres días. Cuando la irregularidad fuere constatada mediante acta labrada por funcionario competente, ésta hará plena fe mientras no se pruebe lo contrario. El domicilio del infractor consignado en el acta, servirá a todos los efectos legales como constituido. El acta fechada y firmada en el lugar donde se constatare la infracción servirá de acusación y prueba de cargo, valiendo además como notificación fehaciente a los de la producción y del descargo...". 

El Capítulo IV del anterior Código de Procedimiento Penal (ley 3589, con las modificaciones introducidas por la ley 6817) relativo al "Procedimiento en los juicios sobre faltas" era de aplicación sólo en defecto de toda otra norma contenida en el ordenamiento específico y en la medida de su compatibilidad con las determinaciones básicas de esta regulación sectorial. 

En el caso del trámite sancionatorio reglado en la citada ley 5965, debe estarse a lo dispuesto por el art. 64 y concordantes del decreto reglamentario 3970/1990, que regulan la potestad sancionatoria sin sujeción a otro límite temporal para el dictado del acto administrativo pertinente que no sea el resultante del plazo de prescripción correspondiente, solución normativa que desplaza, entonces, la aplicabilidad de los arts. 430 y 424, inc. 3, del anterior Código de Procedimiento Penal invocados por la impugnante. 

9. Cuadra, por último, considerar si es atinado el planteo de la reclamante al sostener que la pena de multa se encontraba prescripta, en virtud de los arts. 32, 33 y 34 del Código de Faltas (dec. ley 8031/1973 con sus reformas).

En ausencia de una previsión específica en la ley 5965 y sus reglamentaciones respecto del plazo de prescripción, corresponde, efectivamente, acudir por analogía a la aplicación de los plazos establecidos en los arts. 33 y 34 del Código de Faltas que está destinado a regular la sanción de las contravenciones provinciales, en tanto las infracciones previstas en la legislación en cuestión configuran aquella especie de ilícitos (arg. art. 171, Const. pcial.).

Según el art. 33 (texto según ley 10.580; B.O., 27‑XI‑1987) de la aludida codificación, vigente al momento de los hechos enjuiciados en autos, la pretensión punitiva en materia de faltas prescribe al año de cometida la infracción y la sanción se prescribe en el mismo plazo a contar desde la fecha en que la respectiva sentencia quedó firme o desde el quebramiento de la condena, si está hubiera empezado a cumplirse. 

En la especie, el obrar administrativo controvertido no aconteció estando prescripta la potestad sancionatoria, desde que al tiempo de expedirse la Resolución 22 (6-II-1996) no había transcurrido el plazo de prescripción anual contado a partir de que se cometió la falta (5-X-1995).

Queda, por ende, desvirtuado el argumento expuesto por la actora a fs. 68/69 de su escrito inicial.

VI. Por las consideraciones expuestas, corresponde rechazar la demanda.

Voto por la negativa.
Costas por su orden (arts. 78 inc. 3º, ley 12.008 ‑texto según ley 13.101‑ y 17, ley 2961).
El señor Juez doctor Roncoroni, por los fundamentos del señor Juez doctor Soria, votó la cuestión planteada por la negativa. 
A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:

Adhiero al voto del señor Juez doctor Soria. 
Solo he de añadir algunas breves consideraciones complementarias a lo allí señalado en relación a la trascendencia que reviste la cuestión ambiental presente en autos y el sentido protectorio de las normas dictadas a ese respecto. 
Pues, conforme lo sostuviera en otras oportunidades (ver mi voto en causa Ac. "Almada", sent. del 19‑V‑1998), debe ponderarse que la agresión al medio ambiente se manifiesta en hechos que provocan, por su mera consumación, un deterioro cierto e irreversible, de tal modo que permitir su avance y prosecución importa una degradación perceptible de la calidad de vida de los seres humanos, por lo que su cesación se revela como una medida impostergable. En otros términos, el bien ambiental es, a diferencia de otros bienes, esencialmente limitado, y su consumo irreparable en cuanto cada vez con mayor nitidez se advierte la imposibilidad de un reiterado, continuo e inmediato reemplazo, al punto de preverse en muchos casos ‑de persistir una utilización irracional‑ su agotamiento inminente, con la consecuente repercusión directa y obviamente negativa que ello conlleva respecto de la calidad de vida humana.
Se ha sostenido que alcanzar y mantener la calidad de vida humana es el objetivo fundamental de la normativa ambiental (conf. Lily R. Flah y Miriamásmayevsky, "La regulación procesal en el derecho ambiental americano" L.L., 1993‑E‑935; Graciela Messina de Estrella Gutiérrez, (op. cit.) a la vez que aquélla se ha constituido en una especie de complemento necesario del hábitat, expresando la voluntad de búsqueda de cualidades vivenciales más allá de lo cuantitativo, que es el nivel de vida (Bustamante Alsina, "El Daño Moral Colectivo..."), conceptualizándose como comprensiva del conjunto de cosas y circunstancias que rodean y condicionan la vida del hombre (Bustamante Alsina, Responsabilidad civil por daño ambiental, L.L., 1994‑C‑1052).
El ser humano es la figura basilar en un medio ambiente conformado por su adyacente natural físico y social, que le presta las condiciones esenciales para alcanzar un desarrollo pleno. Todo acontecer que altere esos factores desequilibrándolos produce menoscabo en uno de sus derechos fundamentales, lo que aparece agravado cuando la disminución de la función biótica se proyecta no ya sobre un ser humano, sino sobre un conjunto de ellos. Por cierto que esta derivación resulta virtualmente inevitable en razón de las notas de comunicabilidad e indivisibilidad que visceralmente caracterizan aquel medio.
Por ello cualquier actividad susceptible de empobrecer sustancialmente la calidad de vida de las personas o de la comunidad debe ser en primer lugar prevenida o disuadida. Si ya hubiere comenzado a generar el daño, habrá de cesar, sin perjuicio de la reparación integral del agravio irrogado, de acuerdo al principio de que quien perjudica el medio ambiente debe resarcir, pero quien resarce no por ello puede seguir produciendo el perjuicio. En esto no sólo va comprometida la salud y el bienestar de quiénes sufren actualmente la ofensa, sino también de las generaciones futuras a las que no puede de ningún modo conculcárseles sus posibilidades vitales.

Señala Eduardo Pablo Jiménez ("Los Derechos Humanos de la Tercera Generación", Ediar, Bs. As., 1997, p. 185) que "la doctrina... al referirse a la tutela medio ambiental, ha dicho que más que de un derecho individual, se trata de un derecho social, cuya reglamentación resulta indispensable para armonizar el derecho a un ambiente sano con el derecho a desarrollar actividades productivas" (con cita de Badeni, Gregorio, "Reforma constitucional e Instituciones Políticas", ed. Ad. Hoc., 1994, Camps, Enrique y Nolfi, Luis: "La recepción constitucional de la protección al medio ambiente: operatividad y eficacia", "El Derecho", diario del 21‑V‑1996).
La significación social del medio ambiente prevalece sobre la prerrogativa individual atinente al mismo, la que ‑lejos de tener un alcance absoluto‑ deberá ejercerse de conformidad con las leyes que la reglamentan ‑en la preceptiva del art. 14 de la Constitución nacional‑ o en sentido lato funcionalmente, evitando su utilización abusiva. Pero si bien es cierto que no puede concebirse una actuación de la potestad particular divorciada de la necesaria función social que le adjudica su funcionamiento en un espacio que presenta esta última impronta, lo cierto es que por su naturaleza difícilmente puede imaginársela escindida del interés colectivo siendo por el contrario habitualmente confluentes. La actividad en esta materia debe orientarse decididamente bajo la perspectiva del solidarismo, que ha fundado tan importantes avances doctrinarios y legislativos en otras ramas del ordenamiento jurídico.

Solidarismo que ‑como dijera Bidart Campos‑ "sólo puede, pues, significar una posición que, articulando al hombre con la sociedad, supone al derecho como hecho social emplazado en la vida individual. O, en otros términos, que el derecho existe 'por' el hombre, 'con' el hombre y 'para' el hombre, en cuanto este hombre convive en una estructura social políticamente organizada. Exponiendo una tesis solidarista, Joaquín Azpiazu asocia en un principio básico de ella, el fin personal de la vida social y el fin social de la vida personal" ("El Estado Corporativo", Madrid, 1940, p. 57) o como dice Sánchez Agesta, el bien común da a la persona una nueva especificación como bien de la persona en la vida social ("Principios de teoría política", p. 47). Sin el último ‑el fin social‑ estaríamos en el individualismo; pero sin el primero, ignoraríamos el valor eminente del hombre y nos plegaríamos a cualquier "ismo" denigrante ‑colectivismo, totalitarismo, etc.‑ (Germán J. Bidart Campos, "Individualismo y Solidarismo", en "Estudios de Derecho Civil en Homenaje a Héctor Lafaille", Ed. Depalma, Bs. As., 1968, p. 97).

II. Reiterando, entonces, mi adhesión al voto del doctor Soria, con los añadidos formulados, doy el mío por la negativa.

Costas por su orden (arts. 17, C.P.C.A. y 78 inc. 3º, ley 12.008 -texto según ley 13.101‑).

Los señores jueces doctores Negri yKogan, por los fundamentos del señor Juez doctor Soria, votaron también por la negativa.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente 

S E N T E N C I A

Por las razones expuestas en el acuerdo que antecede, se rechaza la demanda interpuesta.

Costas por su orden (arts. 78 inc. 3º in fine, ley 12.008, conf. mod., ley 13.101 y 17, ley 2961).

Por su actuación profesional en autos, regúlanse los honorarios de los letrados de la parte actora, doctores Eduardo R. Romanello, Horacio Alberto Pérez y Claudio Daniel Núñez en la suma de pesos …, pesos … y pesos …, respectivamente (arts. 10, 14, 15, 16, 21, 22, 23, 28 inc. "a", 29, 44 inc. "a" y 54 del dec. ley 8904/1977), cantidades a la que se deberá adicionar el 10% (ley 8455).

Regístrese y notifíquese. 

ANEXO II 

Notas periodísticas
Publicado el: Mar, jul 15th, 2014

Locales | Por palihue
Segunda Infracción En Menos De Dos Meses A Petrobras Por Emisión De Olores
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La empresa Petrobras fue multada, nuevamente, luego de denuncias de vecinos de Villa Delfina y Loma Paraguaya al 911, según informó César Pérez, coordinador del Comité Técnico Ejecutivo (CTE), en comunicación con Café x Medio, en la mañana de RADIO PALIHUE 102.3Mhz.

Pérez comentó que “un guardia acudió al domicilio del denunciante y constato este olor. Mediante la investigación determino que provenía de la empresa Petrobras”. Además, agregó que “como el nivel sobrepasaba lo que permite la legislación se le hizo una infracción por emisión de olores”.

Es la segunda vez que multan a la empresa Petrobras por emisión de olores: “Con respecto a olor es la segunda infracción del año. Hubo otra mas también pero no por olor”, afirmó Pérez.

A partir de ahora, el OPDS será quien se encargue de determinar la sanción correspondiente.

El titular del CTE sostuvo que “en el momento del OPDS resolver la sanción, se tiene en cuenta las reiteraciones. En nuestro informe figura siempre un detalle de las anteriores infracciones que tiene la empresa”.
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Planta de Petrobras en Bahía Blanca.

El titular del Comité Técnico Ejecutivo, César Pérez, confirmó en declaraciones radiales que gracias a la guardia móvil y vecinos del sector de Loma Paraguaya detectaron olores irritantes que superaban lo normado en la planta de Petrobras.

Asimismo, el funcionario mencionó que aún se espera conocer el informe de la refinería para conocer el origen de la molestia  y hasta el momento sólo se sabe que infraccionaron a la empresa por cuatro denuncias por “olores molestos”.

Cabe destacar que la situación fue detectada por agentes de Bahía Blanca y elevaron el expediente administrativo pero la multa será impuesta por el Organismo Provincial para el Desarrollo Sostenible, que es el encargado de sancionar o desestimar la actuación.
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“Me encantaría poder vivir sin aire"

	Cuatro denuncias por "olores molestos" en Petrobras; 

el OPDS impondrá la multa

	


CONCEJO DELIBERANTE
Fecha: Lunes, 12 Septiembre, 2011 - 13:37
Otra mirada en busca de explicaciones


La Comisión Asesora Ambiental del cuerpo centró su reunión mensual en los incidentes que durante agosto tuvieron como escenario a la planta de Petrobras.
Como conclusión, se determinó la necesidad de contar con una evaluación externa a la empresa. El Concejo aprobó la iniciativa en su sesión del jueves pasado.
 
Tal como estaba previsto, el martes 6 de septiembre pasado la Comisión Asesora Ambiental del Honorable Concejo Deliberante (HCD) desarrolló su reunión mensual. El encuentro contó con la asistencia de su titular, el edil radical Carlos Ocaña, de concejales de distintas bancadas, el subsecretario de Gestión Ambiental municipal Eduardo Conghos y el responsable del Comité Técnico Ejecutivo (CTE) Fernando Rey Saravia.
La reunión, que tuvo como escenario al palacio legislativo de Sarmiento y Estomba, se centró en el análisis de los incidentes que durante el mes pasado se originaron en la refinería que la empresa Petrobras posee en Loma Paraguaya. 
Como se recordará, en la madrugada del 10 de agosto último, una explosión sacudió una de las secciones del complejo y causó la muerte del operario Adrián Valente, dejando con graves heridas al trabajador Miguel Graziano. Por si fuera poco, menos de dos semanas más tarde, cuando había retomado sus actividades con un permiso precario del gobierno provincial, la planta fue escenario de otro siniestro. Esta vez, se trató de un foco de incendio que, aunque fue caratulado en el nivel más bajo previsto en el Programa de Respuestas a Emergencias Tecnológicas (PRET), requirió la activación de la alarma pertinente y la parada de los procesos que se llevaban a cabo en el sector afectado. 
Con estos antecedentes a la vista, la Comisión Asesora Ambiental citó a las mencionadas autoridades e hizo extensiva la invitación a representantes de la compañía y al responsable local del Organismo Provincial para el Desarrollo Sostenible (OPDS) Vicente Sanchís. Aunque el OPDS es el ente encargado del control de la seguridad en los procesos industriales y forma parte de la Comisión Asesora Ambiental del HCD, Sanchís fue el único de los convocados que faltó a la cita. 
Por Petrobras se hicieron presentes el gerente Ricardo Verderone, quien ofició como portavoz de la compañía, y los directivos Diego Saralegui, Enrique Prini y Jorge Hernández.

Voces, todas
A la hora de reseñar lo ocurrido durante las horas que siguieron al primero de los siniestros, Verderone narró que “el mismo día del accidente recibimos la notificación de la Municipalidad de la decisión de la clausura preventiva y la orden de detener las unidades. Con informes preliminares de las pericias se determinó que este evento no había sido ocasionado por ningún problema operativo ni por ninguna unidad operativa, las que no tuvieron impacto por el accidente, por lo que se concluyó que la operación podía volver a ser retomada”, agregó justificando el posterior permiso precario del OPDS para retomar las actividades.
En referencia al segundo de los incidentes registrados en la planta durante el mes de agosto, el gerente de Petrobras indicó que “fue menor y fue abatido por el grupo de primera intervención que tenemos en la compañía, con un matafuegos industrial. Pero respetuosos de los procesos, hicimos sonar las alarmas y emitimos los comunicados pertinentes denunciando el evento”. Según Verderone, el segundo siniestro “fue menor y no trajo consecuencias al medio ambiente ni a las personas”.
No obstante a ello, quedó en la mira la efectividad de los controles realizados por los entes gubernamentales en las esferas municipal y provincial. Por caso, el radical Roberto Ursino recordó lo dicho por el entonces subsecretario de Gestión Ambiental de la comuna, Sergio Montero, al referirse en marzo último a otro permiso otorgado a la compañía para continuar con los procesos productivos a pesar de una decisión de clausura tomada a partir de la emanación de olores de la planta. En dicha oportunidad, Montero afirmó que “encontramos evidencias objetivas del trabajo realizado para que no se repitan los incidentes”. “Meses después, venimos con este tema que no es menor: el fallecimiento de un operario dentro de la planta”, marcó Ursino. Incluso, fue más allá y requirió que tanto el OPDS como la subsecretaría de Gestión Ambiental municipal indicaran si ante tales casos “reciben órdenes del Ministerio de Planificación de la Nación”.
Por su parte, el responsable del CTE Fernando Rey Saravia admitió que “los incidentes recurrentes en Petrobras a nosotros nos han alertado seriamente. La prueba está en que el último fue un incidente sencillo, fácilmente controlado. Sin embargo, a nosotros nos generó una preocupación muy seria, porque veníamos de un accidente con la muerte de una persona y otra herida, tras varios meses de desaciertos, pero donde a lo mejor todas estas cosas se fueron corrigiendo”.
Ante el escenario descripto, Rey Saravia se mostró a favor de una “auditoría integral, porque esto implicaría una revisión no solamente de los procedimientos sino también de cómo las personas utilizan esos procedimientos y cuán firme es la empresa para hacerlos cumplir”. Y sentenció: “Todo esto no es casualidad, tiene una causalidad”. 

Por una mirada distinta
Luego de producidos los dos incidentes reseñados, la empresa decidió adelantar la auditoría interna a sus procesos productivos. Originalmente prevista para noviembre, la evaluación se anticipó para octubre próximo. De dicha etapa participarían técnicos de la empresa y de otras proveedoras de los elementos con que opera la refinería para su funcionamiento. Además, la compañía anticipó que invitaría a profesionales del gobierno municipal y del OPDS a participar de los exámenes. 
Al cabo del encuentro, sin embargo, la Comisión Asesora Ambiental concluyó en la necesidad de contar con un auditor externo, que participe de las evaluaciones que se llevarán a cabo en la planta. 
La solicitud de la Comisión se plasmó en un proyecto de resolución que el concejal Ocaña presentó al cuerpo el miércoles 7. El mismo solicitaba al OPDS “la urgente contratación, en forma clara y transparente, de una auditoria externa de las instalaciones y procesos de la planta que la Empresa Petrobras tiene en la ciudad de Bahía Blanca”. 
Entre los puntos a relevar por los auditores, se incluyeron los siguientes: 
Totalidad de la línea de procesos
* Situación de los tanques de almacenamiento de hidrocarburos y sus efectos sobre el Medio Ambiente.
* Situación del sistema de ductos.
* Evaluación del pasivo ambiental.
* Funcionamiento de la planta de abatimiento de azufre
* Cualquier otro punto que ese organismo entienda corresponda.
El proyecto de resolución ingresó sobre tablas al Orden del Día de la sesión ordinaria del jueves 8 de septiembre pasado y fue aprobado por unanimidad. 

Autor: Redacción EcoDias
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	ESCRITO POR SOLO LOCAL, SÁBADO 12/11/11   

	La justicia de Bahía Blanca deberá tramitar el amparo ambiental presentado por un poblador de Loma Paraguaya contra Petrobras y el Organismo Provincial para el Desarrollo Sostenible. En la presentación judicial, que se puede leer en este enlace, el vecino Gerardo Arrosteguichar pide el cese de la actividad industrial en la refinería Ricardo Eliçabe hasta tanto se garantice la seguridad de su funcionamiento. Como Solo Localpublicó en la nota Petrobras: Denuncia Penal y Amparo Ambiental. el 12 de octubre el Tribunal de Trabajo Nº 1 de nuestra ciudad había rechazado in límine el amparo y la medida cautelar solicitadas por el vecino, en base a los argumentos que se pueden leeraquí. El abogado Leandro Aparicio, que patrocina a Arrosteguichar, presentó este recurso de apelación ante la Cámara Contencioso Administrativo de Mar del Plata. Con el voto unánime de los jueces Elio Riccitelli, Roberto Mora y Adriana Sardo, esta Cámara revocó el pasado jueves la resolución del tribunal bahiense y aceptó la apelación del demandante. Este fallo, que puede consultarse aquí, implica que el expediente sea devuelto a la instancia de origen, es decir a Bahía Blanca, para que continúe el trámite de las actuaciones ante un juez hábil. ¿Hasta dónde debe llegar ese proceso? "Hasta el dictado de una sentencia esclarecedora sobre la cuestión constitucional traída a debate" es la premisa establecida por la Cámara marplatense.

Además de solicitar la clausura preventiva de la refinería, la presentación judicial del vecino, que vive frente a la refinería, pide que se ordene a Petrobras "concluir con el plan de readecuación, remediación y seguridad que la autoridad provincial del OPDS le ha exigido tras la explosión ocurrida el 10/08/2011". También solicita que se ordene al OPDS "brindar información detallada acerca de las fallas detectadas en la refinería en cuestión y del plan de readecuación, remediación y seguridad exigidos para garantizar la seguridad de los vecinos y del medio ambiente". Finalmente exige que se ordene al organismo provincial a que informe "acerca del peligro que significa el funcionamiento de la misma (por la planta) en las condiciones actuales de seguridad para la vida y salud de los vecinos y para el medio ambiente".

Por otra vía ya tramita ante la justicia bahiense una demanda penal presentada por el vecino Edmundo Errotabere que vive en la misma cuadra de Arrosteguichar.


	Infracción a Petrobras. Por Olor Parecido al Gas sin Origen Especificado
	

	

	



	ESCRITO POR GABRIEL BERMÚDEZ, LUNES 20 DE ABRIL DE 2015   

	

No es una novedad que la empresa Petrobras sea infraccionada por incidentes ocurridos en su refinería de Loma Paraguaya, en Bahía Blanca. De hecho encabeza por varios cuerpos la lista de firmas del complejo industrial y petroquímico bahiense sancionadas por las autoridades municipales y provinciales en los últimos años. Incluso en 2013 permaneció clausurada y durante un buen tiempo operó en "libertad condicional". Lo que no había ocurrido hasta el momento, es que la infraccionen por algo de lo cual se la considera responsable, pero no se puede determinar donde se originó. Aunque suene insólito eso ocurrió el sábado pasado y quedó rubricado en tres actas, las primeras de 2015, que el Comite Técnico Ejecutivo le labró a la compañía brasileña y aparecen publicadas este lunes en el sitio de Gobierno Abierto. La irregularidad en el aire de Ingeniero White y barrios aledaños fue notada por medio centenar de vecinos que, entre las 9:52 y las 11:04 del sábado pasado, denunciaron al 911 el fuerte olor a gas que sentían en cercanías a sus viviendas. Un inspector del CTE concurrió a la avenida 18 de Julio, frente a la refinería yconstató allí un olor asimilable a mercaptano o a productos azufrados. Lo calificó de grado 4, esto es, fuerte, según la escala de irritación fijada en la normativa. Los vecinos, una vez más, tenían razón con atestar de llamadas al número de emergencia. 

Ante la presencia predominante de viento del NNO (nuestro aliado que siempre nos salva de las peores tragedias), el inspector se dirigió a la avenida Colón y comprobó que allí el olor no se percibía por lo que corroboró que provenía, sin dudas, de la refinería de Petrobras. "Asimismo destaco que un olor de estas características sólo puede ser generado por la empresa Petrobras Argentina S.A., atento al proceso llevado a cabo por la empresa y las materias primas que utiliza. Descarto cualquier otra fuente generadora atento que las empresas cercanas no manipulan sustancias capaces de generar el olor constatado" escribió el inspector Daniel Farinaccio, que firma el acta 4858, junto al coordinador del CTE ingeniero César Pérez. Todos los caminos, apuntaban a Petrobras.

Al ingresar a la sede de la compañía, ambos funcionarios del organismo de control son atendidos por personal de planta, recorren las instalaciones y perciben el olor denunciado en el sector de la Unidad Recuperadora de Azufre. Aproximadamente a las 13:00 hs, Farinaccio vuelve a recorrer la avenida 18 de Julio y constata que el olor aún se percibía, aunque con menor intensidad. Según consta en el acta 4859, el inspector le atribuye entonces a Petrobras una falta al art. 2° de la Ley N° 5965, Art. 10 Decreto Reglamentario 3395/96 conformes Anexo V Tabla I. 

A través de un comunicado emitido el mismo sábado, en base a información aportada por el CTE, la Agencia Ambiental informó: "se procedió a recorrer las instalaciones de la empresa donde se pudo percibir el olor denunciado sin poder identificar la fuente de emisión". Aunque no se sabía su origen, el organismo se apresuró en aclarar que "no se comprobó ninguna situación que implicara riesgo". Según el mismo parte de prensa, la empresa "se encuentra analizando las causas que generaron el olor, las cuales serán comunicadas mediante un informe técnico a este comité". Hasta este lunes, ese informe aún no había sido enviado ya que el ingeniero Pérez, en declaraciones radiales, reiteró que, más de 48 horas después del incidente, no se sabía todavía de dónde provino el olor a gas. ¿Probaron con la esponjita y el detergente? 

Como es de norma, las actas de infracción fueron elevadas al Organismo Provincial para el Desarrollo Sostenible, que será el encargado de fijar la multa a la compañía. El trámite, igualmente, no suele ser precisamente de una gran celeridad. 


LOCALES | 20.08.2014, 17:50 hs.

Se venció el plazo: absolvieron a Petrobras en una causa por fuertes olores

La justicia revocó la multa de $75 mil contra la empresa por un incidente ocurrido en agosto del 2010. El fallo pide a la Legislatura modificar la norma que establece la prescripción al año.
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Petrobras fue absuelta en las últimas horas por la justicia en una causa que se había iniciado por fuertes olores registrados en su planta de Loma Paraguaya en agosto del 2010.
Después del fallo condenatorio de primera instancia, los abogados de la petrolera apelaron la decisión y nunca hubo una respuesta. Por tal motivo, se venció el plazo de un año que tienen las causas de este tipo y no quedó otra opción para la justicia que dar por caída esa causa.
“Sin perjuicio de que resulte difícil establecer el grado de motivación en la norma por parte de las empresas, y el efecto preventivo de la amenaza de sanciones pecuniarias, que generalmente resultan exiguas, cuando no insignificantes, en relación al poderío económico de las mismas, lo cierto es que con un plazo de prescripción de un año siempre la acción contravencional se va a extinguir sin poderse ejecutar las multas aplicadas, si es que se aplican, por cuanto las enormes, incomprensibles e injustificadas demoras en la tramitación de estos procesos por parte del OPDS, en casos que, en su mayoría no presentan complejidad y se resuelven con las actas y el descargo, hacen que muy probablemente lleguen a los juzgados correccionales ya operada la prescripción”, afirma el fallo del Juzgado en lo Correccional Nº1 de nuestra ciudad al que tuvo acceso Frente a Cano.
Asimismo, agrega que “algo está fallando en la sistemática normativa, en cuanto a la proporcionalidad y razonabilidad, cuando la acción contravencional por cruzar un semáforo en rojo o contaminar con la combustión de un automóvil, tiene un plazo de prescripción de cinco años y la acción por contaminar el ambiente a través de una planta industrial prescribe al año, dada una interpretación analógica (que no comparto), por existir un vacío legal. Es por ello que ante esta situación sumamente seria y preocupante, estimo necesario ejercer excepcionalmente el derecho de peticionar a las autoridades que se analice esta situación, y en su caso, se promuevan las modificaciones legislativas que se crean necesarias”.

La ciudad.

UNA SENTENCIA Y ALGO MÁS

Revocan una multa a Petrobras

24/08/2014 00:18 El beneficio es por prescripción, pero el juez asentó su disconformidad con los plazos establecidos.
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Para el juez Ares, deben ser revisados los plazos de prescripción por contaminación.

En un fallo donde expone un cuestionamiento en materia de leyes medioambientales, el juez en lo Correccional Nº 1 de Bahía Blanca, doctor José Luis Ares, resolvió revocar una disposición del Organismo Provincial para el Desarrollo Sostenible (OPDS) contra la empresa Petrobras, a la cual absolvió en un caso por los cargos de contaminación que se le imputaban.

En sus fundamentos, el magistrado aludió a que prescribió una infracción que se le atribuyera a la empresa el 24 de agosto de 2010.

“Entiendo que un plazo de 1 año, en cuestiones de esta entidad aparece como irrazonable si se piensa por un momento que, en materia de residuos especiales, el plazo de prescripción es de 5 años; se trata de la misma materia y de la misma potencialidad dañosa. Pero asimismo, en materia de tránsito automotor, en las faltas graves, que son casi todas, el plazo de prescripción es de 5 años (...) es decir que algo está fallando en la sistemática normativa, en cuanto a la proporcionalidad y razonabilidad”.

En otras palabras, para Ares algo está fallando cuando la acción contravencional por cruzar un semáforo en rojo o contaminar con la combustión de un automóvil tiene un plazo de prescripción de 5 años y la acción por contaminar el ambiente a través de una planta industrial prescribe al año.

El OPDS había establecido una multa de 75 mil pesos por emisiones fuera de los límites permitidos. La petrolera había apelado argumentando que los inspectores no contaban con el material de medición adecuado.

	25-06-10 | Sociedad | La Nueva Provincia - Bahía Blanca | BsAs. 6º Sec. electoral

	Petrobras admitió errores y la Comuna exigirá inversiones

	Mientras Hugo Borelli, secretario municipal de Gobierno, resaltó el excelente nivel de respuesta evidenciado por el CTE, el responsable de dicho organismo, Fernando Rey Saravia dijo que hay varios aspectos para corregir.

	
Los directivos locales de Petrobras Energía SA admitieron en la mañana de ayer los errores cometidos por su empresa al no seguir las pautas del protocolo establecido por los organismos municipales y provinciales durante el incidente ocurrido en la planta de Loma Paraguaya, el pasado fin de semana.


Los directivos locales de Petrobras Energía SA admitieron en la mañana de ayer los errores cometidos por su empresa al no seguir las pautas del protocolo establecido por los organismos municipales y provinciales durante el incidente ocurrido en la planta de Loma Paraguaya, el pasado fin de semana.
Señalaron además que la petrolera realiza una "auditoría interna" buscando determinar las causas "técnicas o humanas" que motivaron el apagado de una antorcha de la fábrica y las razones por las cuales no se dio el correspondiente aviso al Comité Técnico de Emergencia municipal (CTE).

Estas circunstancias fueron asumidas por Ricardo Verderone, gerente general de Petrobras en nuestra ciudad, durante una reunión realizada en la Comuna, de la cual participaron Hugo Borelli, secretario de Gobierno; Fernando Rey Saravia, titular del CTE; Sergio Montero, subsecretario de Gestión Ambiental; el concejal Carlos Ocaña (UCR) y la ingeniera María Verónica Gladario, directora de Controladores Ambientales del Organismo Provincial de Desarrollo Sustentable (OPDS), entre otros.

Al término del encuentro, que se extendió por casi dos horas, Borelli señaló que se buscó no sólo dilucidar lo ocurrido el último sábado, sino también "una sucesión de problemas" que viene presentando la refinería y una serie de medidas a implementar a partir de esos sucesos.

"La investigación por lo ocurrido está en curso y la empresa reconoció la omisión del llamado que debe realizar al CTE", indicó el funcionario.

A pesar de la gravedad de lo ocurrido y de las serias falencias detectadas ante un incidente de estas características, Borelli resaltó el "excelente nivel de respuesta" del CTE, del proceso Appell y del área de Defensa Civil.

"Si bien se produjo `una ventana' entre las 23 (del sábado) y las 2 de mañana del domingo, debido a la falta de aviso por parte de Petrobras, a partir de allí los trabajos de remediación se pusieron en marcha de inmediato y se mostró la fortaleza de los mecanismos de respuesta", aseguró.

Negó las versiones --a las que calificó de "bastante ligeras"-- que aludían a que el municipio no actuó con la rapidez necesaria. Por el contrario, aseguró que los organismos intervinientes lo hicieron con una velocidad "extraordinaria".

"Quedó en claro que la empresa, responsable de avisar, no lo hizo. Ahora, ni bien se conocieron los llamados al 911, porque nadie es adivino, el municipio actuó de inmediato y tanto el CTE, como el proceso APPEL y Defensa Civil estuvieron presentes hasta que no hubo vestigios de olor y la seguridad de no existir perjuicios para la población, agregó.

Por otra parte consideró como muy positiva la presencia, en la reunión de ayer, de técnicos de la OPDS arribados de La Plata, dirigidos por María Verónica Gladario, quienes siguieron la evolución de los hechos y se dedicaron a realizar un relevamiento en la petrolera.

Las causas, en tres días

La municipalidad otorgó un plazo de tres días hábiles a Petrobras para que determine las causas que provocaron el apagado de la antorcha --que derivó en la emisión de gases de hidrocarburos por al menos 9 horas-- y las razones por las cuales no se avisó en tiempo y forma al CTE.

"Necesitamos saber los causales técnicos o humanos de lo ocurrido, más allá que la empresa puso en marcha sus mecanismos internos de seguridad al detectar el apagado de la antorcha. Su actuación no se ajustó a la ordenanza que rige el tema", agregó Borelli.

En otro orden de cosas, el municipio planteó a Petrobras la necesidad de concretar el plan de inversiones anunciado por la empresa en 2008, mediante el cual invertiría 15 millones de dólares en mejoras de la planta.

"Se convino con la OPDS que, en un tiempo perentorio, Petrobras presente un plan de inversión por escrito, con plazos y una agenda concreta, la cual sea medible y cuantificable", explicó el funcionario.

Por último, Borelli explicó que por decisión de la OPDS, y hasta tanto se conozcan los motivos que derivaron en el apagado de la antorcha el pasado sábado, ese sector de la planta permanecerá fuera de servicio.

"No será autorizada a ponerse en marcha hasta tanto se explique lo ocurrido. Esto es para tranquilidad de la población", finalizó.

"Para los vecinos, nuestra performance ha sido una catástrofe"

El titular del CTE, Fernando Rey Saravia, fue el primero en dar explicaciones de lo ocurrido a los medios de comunicación y quien realizó inmediatas mediciones en Villa Rosas para descartar el riesgo de explosividad por el gas acumulado.

Hoy asume "desde la óptica de la gente", que la performance de los involucrados en el incidente ha sido "una catástrofe".

"Para los vecinos, tanto la empresa como nosotros hicimos mal nuestro trabajo", indicó.

Señaló como positiva la reunión de ayer entre todas las partes, en la cual "se pusieron las cartas sobre la mesa" y se establecieron pautas a cumplir en el corto plazo.

"Hay cosas para hacer, metas que condicionarán la puesta en marcha de la unidad que tuvo la falla y otras situaciones de largo aliento que tienen que ver con lo comunicacional y las inversiones", explicó.

Reconoció que "no cabe otra alternativa" que mejorar, porque así "no se puede funcionar".

"La gente reclama a gritos, y es justo, no sufrir más por la incertidumbre de no saber que pasa o que huele. Tenemos que corregir ese impacto y mejorar lo comunicacional", finalizó.

Ingeniera Verónica Gladario, OPDS

"Lo ocurrido es un hecho preocupante"

La directora de Controladores Ambientales de la OPDS, ingeniera agrónoma María Verónica Gladario presidió el grupo de personas que llegó a media mañana de ayer a nuestra ciudad para realizar un trabajo de campo en Petrobras y tomar contacto con funcionarios municipales y directivos de la empresa.

La mujer explicó que ese organismo se puso en contacto "desde el momento mismo de los hechos" con el CTE, manteniendo una comunicación constante.

"Fuimos monitoreando todo. A las 5 de la mañana del domingo recibimos el último llamado de Sergio Montero, diciendo que la situación estaban controlada", explicó.

Si bien evitó calificar la gravedad del escape registrado, señaló que el mismo conforma "un hecho preocupante", revelando la particular problemática de la empresa.

"La incertidumbre de lo que ocurrió nos llevó, primero, a resolver la situación y, segundo, a investigar sus causas. A partir de valorar la problemática decidiremos cuando se pondrá en marcha ese módulo de la planta", señaló.

Por último, la funcionaria aseguró que la OPDS procedió a multar a la compañía por el escape, aunque señaló que lo más trascendente es lograr que el mismo no vuelva a ocurrir.

Ricardo Verderone, gerente de Petrobras

"Puede ser que tengamos algunos problemas internos"

A cinco días de los incidentes, el gerente general de Petrobras en nuestra ciudad, Ricardo Verderone, todavía no tiene respuestas de lo que denomina "la causa raíz" de lo ocurrido. Tampoco puede explicar por qué no se comunicó --como sí se hizo en episodios similares-- al municipio lo que estaba ocurriendo. Lo que sigue es parte de la charla que mantuvo con "La Nueva Provincia".

--¿Todavía no tienen en claro porqué se apagó la antorcha?

--Estamos en un proceso de investigación. Tenemos algunas hipótesis, que las comentamos con las autoridades municipales y de la OPDS, y sobre ellas tomaremos las acciones necesarias.

--¿Es lógico lo que ocurrió?

No. La antorcha no se debe apagar, a menos que se programe. Acá hubo un problema que estamos tratando de dilucidad para corregirlo y evitar su repetición.

--¿Es cierto que ustedes no advirtieron lo que ocurría?

--No, eso es inexacto. Nosotros detectamos el apagado de la llama en el momento que se produjo y comenzamos con las tareas de contingencia previstas para el caso. Sí tuvimos una demora en la comunicación del incidente al CTE.

--¿Y eso por qué?

--Es otra de las cosas que estamos tratando de determinar. Puede ser un problema interno.

--¿Tienen un encargado de realizar esos avisos?

--Hay gente responsable de esa comunicación. Convengamos que la hora y el día del hecho es complicado, aunque no es una excusa. Pero vamos a tomar la acción necesaria para tener al CTE y a la población informados.

--¿Que fue lo primero que hicieron al detectar el apagado de la antorcha?

--Intentamos reencender la antorcha y empezamos a bajar la carga a las unidades. Hay un proceso escalonado porque parar un refinería sin antorcha insume un riesgo. Luego salimos a recorrer la zona de donde provenían los reclamos y no detectamos gases que pudieran generar una situación de explosividad o toxicidad.

--¿Primero hicieron eso y después avisaron al CTE?

--Exacto. Así ocurrió. Por eso vamos a investigar que llevó a no avisar primero, como se hizo en otras oportunidades.

--¿Hay posibilidad de que se apague de nuevo la antorcha?

--Tenemos que trabajar para que no se repita.

--¿Muchos de los incidentes pueden deberse a cierta obsolencia de las instalaciones?

--Nosotros convivimos en la refinería con equipamiento de mucha edad y otros muy nuevos. Las plantas más viejas requieren más mantenimiento y es el que la empresa prioriza.

--¿No consideran que deben mejorar su contacto con la comunidad a través de los medios de comunicación?

Estamos trabajando en eso. No es la idea de Petrobras ocultar absolutamente nada de lo que pasa.

La misma mesa, el mismo olor, distinta causa

La tarde del miércoles varios llamados a la línea de emergencia 911 alertaron sobre la presencia de un fuerte olor a gas en el aire. La situación fue planteada en la mesa de ayer, aunque al final del encuentro las versiones sobre lo ocurrido eran disidentes.

Para Rey Saravia, del CTE, la pérdida se originó en Petrobras y fue asumida por los directivos de la empresa.

"Esos olores surgen como consecuencia de las paradas de la plantas, y afectó a parte de Ingeniero White. Fue una oleada transitoria y cortita, que ni siquiera generó una infracción", indicó.

Sin embargo, Verderone, gerente de Petrobras indicó a "La Nueva Provincia" que si bien supo de los reclamos, aseguró que la refinería no tuvo ningún inconveniente.

"No digo que seamos ajenos, pero cuando nos avisaron recorrimos la planta, hicimos todos los chequeos y no encontramos nada", señaló
	Petrobras Sigue Violando, con Complicidad, su "Libertad Condicional"
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La empresa Petrobras debe informar mensualmente a la justicia de Bahía Blanca sobre el estado de ejecución de los programas de adecuación y acondicionamiento en su refinería Ricardo Eliçabe. Así lo dispuso un fallo de la Cámara Contencioso Administrativo de Mar del Plata que se puede leer en este enlace y tiene fecha 7 de este mes. Esos planes habían sido exigidos en marzo pasado, tanto por el Organismo Provincial para el Desarrollo Sostenible como por el Director Provincial de Impacto Ambiental, como condición para revertir la clausura preventiva que sufrió la planta a comienzos de ese mes. En la resolución, el tribunal marplatense ratificó el levantamiento de la clausura, dispuesto por el Juzgado Civil y Comercial 2 de Bahía Blanca, pero revocó en forma parcial ese fallo porque desconoció que aún "persiste el riesgo ambiental" como había argumentado la vecina de Loma Paraguaya que promovió un amparo judicial contra la firma brasileña, que ya tiene antecedentes. Por eso es que la Cámara le exige a Petrobras que pruebe todos los meses ante el Juzgado que está cumpliendo con las exigencias de los organismos provinciales de control. Como los procesados que recuperan su libertad en forma condicional y deben reportar regularmente al Patronato de Liberados que no se fugaron, se portan bien y están "a derecho". El anuncio de las últimas horas del municipio de que multó a Petrobras por malos olores, deja en evidencia que los incumplimientos persisten y pone en duda la efectividad de las resoluciones judiciales para proteger a los habitantes que viven en las proximidades de la refinería. Según la resolución de la Cámara, el deber de informar es para "todos los coaccionados", por lo que se entiende que el OPDS, demandado también en el amparo, igualmente cuenta con esa obligación.


